
 
 
 
 
 
NOVENA SALA REGIONAL EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO 
 
EXPEDIENTE: 3004/26-17-09-1      
 
ACTOR: ********** ****** *** **** ** **** 

 

SENTENCIA DEFINITIVA 

 

 

Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.-  

VISTOS los autos del juicio contencioso administrativo al rubro citado, con 

fundamento en el artículo 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se emite la sentencia definitiva.  

  

R E S U L T A N D O S 

 

1º.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes Común de 

las Salas Regionales en la Ciudad de México de este Tribunal el 11 de 

febrero de 2026, la C. ****** ***** ******* *********, en su carácter de 

representante legal de la persona moral citada al rubro, compareció para 

demandar la nulidad de los créditos fiscales ********* * ********** relativos al 

periodo 11/2025, en cantidades de $260,638.46 y $104,255.38, 

respectivamente, atribuyendo su emisión al Titular de la Subdelegación 

Tlalnepantla del Instituto Mexicano del Seguro Social, toda vez que en 

términos del artículo 16, fracciones I y II de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, manifiesta bajo protesta de decir verdad que tuvo 

conocimiento de los mismos de forma fortuita, por conducto de los estados 

de adeudo, pero no de su contenido, naturaleza y origen.  

 

2º.- Mediante auto de fecha 12 de febrero de 2026, se admitió 

a trámite la demanda de nulidad de la actora en la vía sumaria, teniendo por 

ofrecidas las pruebas de la actora, y se ordenó correr traslado de la misma a 

la autoridad demandada para que dentro del término de ley realizara su 

contestación de demanda. 
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3º.- En auto de 06 de mayo de 2026, se tuvo por contestada 

la demanda, por ofrecidas las pruebas, por lo que se dio término para que la 

parte actora produjera su ampliación de demanda. 

 

4°.- Mediante proveído de 02 de junio de 2026, se tuvo por 

ampliada la demanda de nulidad y se corrió traslado a la autoridad 

demandada para que dentro del término de ley formulara su contestación a 

la ampliación. 

 

5°.- Con el acuerdo de 01 de julio de 2026 se tuvo por 

contestada la ampliación de la demanda de nulidad y al no existir cuestiones 

pendientes que desahogar, se concedió a las partes el término de ley para 

que formularan sus alegatos, en términos de lo dispuesto por el artículo 58-

12 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que 

se procede a dictar la sentencia definitiva.  

 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.- La competencia por materia se acredita con la 

resolución impugnada que impuso el crédito y multa a cargo de la actora, 

ubicándose en la hipótesis prevista en la fracción II del artículo 3 de la Ley 

Orgánica de este Tribunal vigente. Asimismo, esta Juzgadora es competente 

por razón de territorio, conforme a los artículos 30 y 34 de la Ley citada, toda 

vez que el domicilio fiscal de la actora se encuentra dentro de la jurisdicción 

de las Salas Regionales en la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada se 

encuentra acreditada en autos conforme a lo establecido por los artículos 46, 

fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; 

129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria en la materia, por la exhibición que de ella realizó la actora en el 

escrito inicial de demanda, así como por el reconocimiento expreso de la 

autoridad demandada. 
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TERCERO. Previo al estudio de los conceptos de 

impugnación, esta Magistrada Instructora procede al estudio de las causales 

de improcedencia y sobreseimiento, siendo que en la única causal de 

improcedencia y sobreseimiento la autoridad señala que no es procedente el 

juicio contencioso administrativo de los créditos impugnados, en razón de que 

no habían sido notificados, lo que trae como consecuencia la inexistencia de 

los mismos. 

 

Para esta Juzgadora, la causal de improcedencia y 

sobreseimiento invocada por la representación de la autoridad demandada 

resulta INOPERANTE, con arreglo en las siguientes consideraciones: 

 

Para comprender la conclusión alcanzada, frente a la negativa 

de la enjuiciante de haber sido legalmente notificada de las resoluciones 

determinantes antes de la fecha en que manifestó tuvo conocimiento de su 

existencia, resulta inconcuso que la autoridad emplazada como parte 

demandada deberá demostrar lo contrario, aportando las constancias de 

notificación respectivas, para acreditar en su caso, como sostiene, que 

notificó los actos cuestionados en diversas fechas a las señaladas por el 

patrón ahora impetrante, ello por disposición expresa de lo estatuido en el 

artículo 16, fracciones I y II de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en concomitancia con los diversos 68 del Código Fiscal de la 

Federación y 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria en materia contenciosa administrativa federal. 

 

En ese sentido se tiene que la representación de la autoridad 

exhibió al contestar la demanda, entre otras documentales, la Cédula de 

liquidación por diferencias en la determinación y pago de cuotas de fecha 02 
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de enero de 2026, determinante de los créditos fiscales ********* * ********** 

relativos al periodo 11/2025, acuerdos para la notificación por estrados. 

 

Lo anterior, no es motivo para sobreseer el juicio contencioso 

administrativo interpuesto por la impetrante, ya que pese a que las 

resoluciones impugnadas no habían sido notificadas de manera previa a la 

interposición del juicio contencioso, lo cierto es que en el caso, las 

resoluciones determinantes si han sido dictadas a nombre del suscrito, 

determinando créditos fiscales en cantidad líquida, por lo que lo cierto es que 

contrario a lo dicho por la autoridad, las mismas si causan un perjuicio en la 

esfera jurídica de la impetrante. 

 

Por ello, es el caso la autoridad demandada dio a conocer la 

resolución determinante de los créditos fiscales ********* * ********** relativos 

al periodo 11/2025, durante la tramitación del juicio contencioso 

administrativo, por lo que se debe TENER A LA ACCIONANTE COMO 

CONOCEDORA DE DICHA RESOLUCIÓN EL DÍA EN QUE SE NOTIFICÓ 

EL ACUERDO DE CONTESTACIÓN de fecha 06 de mayo de 2026 CON 

SUS RESPECTIVOS ANEXOS, esto es, el 20 de mayo de 2026, fecha en la 

que conoció no solo la existencia del mencionado acto impugnado, sino 

también su contenido. 

 

Por tales motivos, la procedencia del juicio está plenamente 

acreditada respecto de los créditos fiscales ********* * ********** relativos al 

periodo 11/2025.  

 

CUARTO.- Con fundamento en lo regulado por el precepto 50, 

segundo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en consonancia con los numerales 222 y 349 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en materia 

contenciosa administrativa federal, así como respetando los principios 

procesales que rigen a las sentencias, de exhaustividad, congruencia, unidad 

y concentración, este órgano de control de legalidad, se sigue en el análisis 

de los argumentos formulados por la actora en el escrito inicial de demanda, 

particularmente los esgrimidos en contra de la Cédula impugnada contraviene 

los artículos 14 y 16 constitucionales, al ser emitida por autoridad 
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incompetente, dado que no se señalan los preceptos de los cuales se 

desprenda la competencia de las Delegaciones Estatales, de cuales 

dependen las Subdelegaciones, quien en el caso emitió la resolución 

determinante. 

 

La representación de la autoridad enjuiciada en la 

contestación de la demanda señaló que la autoridad fundó su competencia 

de manera correcta. 

 

A juicio de la Magistrada que suscribe, el argumento en estudio 

resulta INFUNDADO y suficiente para declarar la nulidad de la resolución 

impugnada, acorde a las siguientes consideraciones de hecho y de derecho. 

 

En primera instancia, es trascendente subrayar para cumplir 

con la garantía de la debida fundamentación a que se refiere el artículo 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en tratándose de 

la competencia, la cual en esencia es retomada por el artículo 51, fracción I 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es necesario 

que la autoridad invoque en el acto de molestia respectivo, la ley, reglamento, 

decreto o acuerdo vigentes y aplicables que le confieran competencia por 

razón de materia, grado y territorio, con la finalidad de que los gobernados 

tengan conocimiento pleno de que está facultada para emitir la resolución 

cuestionada, como parte de la seguridad jurídica que debe imperar en su 

actuación.  

 

Establecido lo anterior, tenemos en el expediente en que se 

actúa, obran copias certificadas de las resoluciones determinantes de los 

créditos fiscales ********* * ********** relativos al periodo 11/2025, 
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documentales que gozan de pleno valor probatorio de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 46, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. 

 

Así, de las resoluciones en comento se desprende que la 

autoridad emisora, con la finalidad de acreditar las facultades con que 

actuaba, citó entre otros, los siguientes preceptos: 

 
 

LEY DEL SEGURO SOCIAL 
 
“Artículo 5. La organización y administración del Seguro 
Social, en los términos consignados en esta Ley, están a cargo 
del organismo público descentralizado con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, de integración operativa tripartita, 
en razón de que a la misma concurren los sectores público, 
social y privado, denominado Instituto Mexicano del Seguro 
Social, el cual tiene también el carácter de organismo fiscal 
autónomo.” 
 
“ARTÍCULO 39 C. En el caso en que el patrón o sujeto 
obligado no cubra oportunamente el importe de las cuotas 
obrero patronales o lo haga en forma incorrecta, el Instituto 
podrá determinarlas presuntivamente y fijarlas en cantidad 
líquida, con base en los datos con que cuente o con apoyo en 
los hechos que conozca con motivo del ejercicio de las 
facultades de comprobación de que goza como autoridad 
fiscal o bien a través de los expedientes o documentos 
proporcionados por otras autoridades fiscales. Esta 
determinación deberá considerar tanto los saldos a favor del 
Instituto como los que pudiera haber a favor del patrón debido 
a errores en lo presentado por este último.  
 
En la misma forma procederá el Instituto, en los casos en que 
al revisar las cédulas de determinación pagadas por los 
patrones, detecte errores u omisiones de los que se derive 
incumplimiento parcial en el pago de las cuotas. 
 
Las cédulas de liquidación que formule el Instituto deberán ser 
pagadas por los patrones, dentro de los quince días hábiles 
siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, en 
los términos del Código.  
 
En el caso de que el patrón o sujeto obligado, 
espontáneamente opte por regularizar su situación fiscal, 
conforme a los programas de regularización que en su caso se 
establezcan, el Instituto podrá proporcionarle, previa solicitud 
por escrito, la emisión correspondiente sea de manera 
impresa, o bien, a través de medios magnéticos, digitales, 
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electrónicos, ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra 
naturaleza.” 
 
“ARTÍCULO 251. El Instituto Mexicano del Seguro Social tiene 
las facultades y atribuciones siguientes: 
 
VII. Organizar sus unidades administrativas, conforme a la 
estructura orgánica autorizada; 
… 
 
XII. Recaudar y cobrar las cuotas de los seguros de 
riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, invalidez 
y vida, guarderías y prestaciones sociales, salud para la 
familia y adicionales, los capitales constitutivos, así como 
sus accesorios legales, percibir los demás recursos del 
Instituto, y llevar a cabo programas de regularización de pago 
de cuotas. De igual forma, recaudar y cobrar las cuotas y sus 
accesorios legales del seguro de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez;  
… 
 
XIV. Determinar los créditos a favor del Instituto y las 
bases para la liquidación de cuotas y recargos, así como 
sus accesorios y fijarlos en cantidad líquida, cobrarlos y 
percibirlos, de conformidad con la presente Ley y demás 
disposiciones aplicables. 
 
Las liquidaciones de las cuotas del seguro de retiro, cesantía 
en edad avanzada y vejez podrán ser emitidas y notificadas 
conjuntamente con las liquidaciones de las aportaciones y 
descuentos correspondientes al Fondo Nacional de la 
Vivienda por el personal del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, previo convenio de 
coordinación con el citado Instituto;  
 
XV. Determinar la existencia, contenido y alcance de las 
obligaciones incumplidas por los patrones y demás 
sujetos obligados en los términos de esta Ley, aplicando 
en su caso, los datos con los que cuente o con apoyo en 
los hechos que conozca con motivo del ejercicio de las 
facultades de comprobación de que goza como autoridad 
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fiscal o bien, a través de los expedientes o documentos 
proporcionados por otras autoridades fiscales; 
(…)” 
 
“ARTÍCULO 251 A. El Instituto, a fin de lograr una mayor 
eficiencia en la administración del Seguro Social y en el 
despacho de los asuntos de su competencia, contará con 
órganos de operación administrativa desconcentrada, así 
como con órganos colegiados integrados de manera tripartita 
por representantes del sector obrero, patronal y 
gubernamental, cuyas facultades, dependencia y ámbito 
territorial se determinarán en el Reglamento Interior del 
Instituto.” 
 

REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL 

 
“ARTÍCULO 2. Para los efectos de este Reglamento, serán 
aplicables las definiciones establecidas en el artículo 5 A de la 
Ley del Seguro Social, así como las siguientes: 
(…)  
 
VI. Órganos Operativos: 
(…) 
 
b) Subdelegaciones; 
(…) 
 
“ARTÍCULO 142. Son órganos Operativos de la Delegación: 
(…) 
 
II. Las Subdelegaciones, y…” 
 
 “ARTÍCULO 149. Las subdelegaciones son Órganos 
Operativos de las delegaciones del Instituto.” 
 
“ARTÍCULO 150. Son atribuciones de las subdelegaciones, 
dentro de su circunscripción territorial: 
(…) 
 
VIII. Recaudar las cuotas de los seguros de riesgos de 
trabajo, enfermedades y maternidad, invalidez y vida, 
guarderías y prestaciones sociales, salud para la familia y 
adicionales, los capitales constitutivos y sus accesorios 
legales; imponer y recaudar las multas, los gastos 
erogados por servicios prestados a personas no 
derechohabientes, los gastos erogados por inscripciones 
improcedentes, así como percibir los demás recursos del 
Instituto. De igual forma, recaudar y cobrar las cuotas y 
sus accesorios legales del seguro de retiro, cesantía en 
edad avanzada y vejez; 
 
IX. Determinar, emitir, notificar y cobrar cédulas de 
liquidación por concepto de cuotas obrero patronales, 



 
 
 
 
 
NOVENA SALA REGIONAL EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO 
 
EXPEDIENTE: 3004/26-17-09-1      

 
  9 

 
 

capitales constitutivos, actualización, recargos y multas, 
así como de gastos por servicios prestados a personas no 
derechohabientes o por inscripciones improcedentes; 
(…) 
 
XX. Determinar la existencia, contenido y alcance de las 
obligaciones incumplidas por los patrones y demás 
sujetos obligados en los términos de la Ley, aplicando en 
su caso, los datos con los que cuente o con apoyo en los 
hechos que conozca con motivo del ejercicio de las facultades 
de comprobación, de la revisión del dictamen de contador 
público autorizado, o bien, a través de los expedientes o 
documentos proporcionados por otras autoridades fiscales;  
(…)” 
 
“ARTÍCULO 155. Las Delegaciones, Subdelegaciones y 
Oficinas para Cobros del Instituto ejercerán las facultades que 
les confieren la Ley, sus reglamentos, y los acuerdos del 
Consejo Técnico, dentro de la circunscripción territorial 
siguiente: 
(…) 
 
XIV. Delegación Regional Estado de México Oriente. 
 
Jurisdicción: Comprende los Municipios de: 
 
(...) 
 
c) Subdelegación y Oficina para Cobros del Instituto Mexicano 
del Seguro Social: Tlalnepantla de Baz. 
 
Jurisdicción: Los Municipios de Atizapán de Zaragoza, 
Coyotepec, Cuautitlán, Cuautitlán Izcalli, Chapa de Mota, 
Huehuetoca, Jilotepec, Melchor Ocampo, Nicolás Romero, 
Soyaniquilpan de Juárez, Teoloyucán, Tepotzotlán, 
Tlalnepantla de Baz, Tultepec, Tultitlán y Villa del Carbón. 
 

Finalmente, se establece la circunscripción territorial de la 

Subdelegación Tlanepantla de Baz, que es un Órgano Operativo de la 
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Delegación Regional Estado México Oriente del Instituto referido, lo cual 

denota también su existencia.  

 

En tal virtud, queda desvirtuado el argumento de la parte 

actora en el cual sostiene la ilegalidad de la resolución impugnada, alegando 

que el acto controvertido no prevé la competencia y existencia de la autoridad 

que las emite, ya que los preceptos legales plasmados en dicha resolución 

sustenta fehacientemente la competencia del Titular de la Subdelegación 

Tlanepantla de Baz del Instituto Mexicano del Seguro Social, Órgano 

Operativo de la Delegación Regional Estado de México Oriente del Instituto 

referido, para determinar y cobrar las cédulas de liquidación por 

concepto de cuotas obrero patronales y multas; facultades que en el caso 

ejerció la autoridad demandada y que dieron lugar a la resolución impugnada.  

 

Asimismo, es dable denotar que contrario a lo que afirma la 

parte actora en las resoluciones controvertidas sí se acreditó la existencia y 

competencia de la autoridad emisora de ésta, en términos del artículo 155, 

fracción XIV, inciso c), del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, el cual fue señalado como parte de la fundamentación de 

dichos actos, como se demostró en los párrafos que preceden. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia VI-J-SS-5, 

sustentada por el Pleno de la Sala Superior de este Tribunal, cuyo rubro, texto 

y datos de publicación son los siguientes:  

 
“COMPETENCIA DE LAS SUBDELEGACIONES DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. 
SUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN EN LAS 
RESOLUCIONES IMPUGNADAS QUE EMITEN.- El artículo 
2°, primer párrafo, fracción VI, inciso b), del Reglamento 
Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social establece que 
las Subdelegaciones son órganos operativos del Instituto 
Mexicano del Seguro Social; por lo que si en las cédulas de 
liquidación que emitan tales Subdelegaciones, invocan tal 
disposición, así como los diversos artículos 150, que se 
refiere a las atribuciones que corresponden a las 
Subdelegaciones, dentro de las cuales se encuentra la de 
determinar, emitir, notificar y cobrar cédulas de liquidación por 
concepto de cuotas obrero patronales, capitales constitutivos, 
actualización, recargos y multas, y 155 del mismo 
Reglamento, que establece la circunscripción territorial de las 
Subdelegaciones, y al efecto se cita la fracción y el inciso, de 
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dicho artículo, exactamente aplicable a la circunscripción 
territorial de la autoridad emisora; se debe tener por 
suficientemente fundadas las resoluciones impugnadas. 
Sin que sea necesario que se invoquen los artículos 142, 
fracción II, y 149 del Reglamento Interior del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, los cuales señalan que las 
Subdelegaciones son órganos operativos de las delegaciones 
de dicho Instituto, en virtud de que el artículo 2°, primer 
párrafo, fracción VI, del Reglamento Interior hace referencia 
expresa a que las Subdelegaciones son órganos operativos 
del Instituto Mexicano del Seguro Social. (1)”  
Sexta Época, Año I, número 10, octubre de 2008, visible en la 
Revista del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
página 7.  
[El resaltado es propio de esta resolución].  
 

En este tenor, con la cita de los artículos 150 y 155 del 

Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, está 

suficientemente fundada la competencia de la autoridad emisora de la 

resolución controvertida, lo anterior, en estricto cumplimiento a lo dispuesto 

en la jurisprudencia VI-J-SS-5, antes reproducida, no obstante que de la 

revisión efectuada a las resoluciones controvertidas se advierte que, aunado 

a los artículos referidos, también se citaron otros artículos de la Ley del 

Seguro Social que igualmente sustentan la competencia de la autoridad 

correspondiente. 

 

En virtud de lo anterior, esta Juzgadora concluye que la 

autoridad demandada cumplió debidamente con lo establecido en los 

artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

38, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, ya que la resolución 

impugnada está debidamente fundada en cuanto a la competencia 

material y territorial de su emisora.  
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En tales circunstancias, resulta infundado lo hecho valer por la 

actora en contra de la competencia de la autoridad demandada, pues como 

se ha precisado en los párrafos precedentes, ésta señaló el artículo, párrafo, 

fracción e inciso en que se sustenta su competencia territorial, así como los 

artículos y fracciones que le confieren las facultades para emitir la resolución 

recurrida, por lo que la competencia material y territorial se encuentra 

plenamente acreditada. 

 

QUINTO.- Se procede al estudio en forma conjunta de los 

argumentos expuestos en los conceptos de impugnación del escrito inicial de 

ampliación de demanda, por encontrase estrechamente relacionados, en los 

cuales manifestó: 

 

Que las cédulas en controversia resultan ilegales, toda vez que 

la demandada no le dio a conocer previamente cuáles son los datos o 

elementos con que cuenta el Instituto demandado y que tomó en cuenta para 

su emisión, que tampoco le señaló el procedimiento que utilizó para obtener 

los salarios con base en los cuales determinó los créditos controvertidos. 

 

Que niega lisa y llanamente en términos del artículo 68 y 42 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo que la autoridad 

previamente a la determinación de la liquidación haya dado a conocer a la 

actora los datos y documentos que dice tuvo en su poder y que tomó en 

consideración para liquidar la resolución, que tampoco expresa en la 

resolución que dicha información haya sido presentada por la actora, así 

como niega la relación laboral con los trabajadores detallados en la cédula en 

cuestión. 

 

Que la demandada debió de haber indicado cuáles son 

aquellos datos y elementos con que cuenta el Instituto demandado y que la 

accionante se los hubiese proporcionado, lo cual no hizo, ya que solo dice 

tener los acuses de recibo de cumplimiento de obligaciones de la actora, sin 

que precisara mayor detalle sobre la información proporcionada por la actora 

y cual dice tener sus acuses electrónicos, lo cual hace ilegal la determinación 

de los créditos impugnados. 
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Que la autoridad para acreditar su dicho respecto de avisos 

afiliatorios y movimientos salariales y que ella conserva en términos del 

artículo 3, 4 y 5 del Reglamento respectivo, exhibe copias supuestamente 

certificadas de las cuentas individuales de los supuestos trabajadores, que 

dice, que la propia actora presentó a través de los sistemas de cómputo 

autorizados por el instituto. 

 

Que carecen de número patronal de identificación electrónica, 

como llave pública de sistemas criptográficos a que se refiere el artículo 5 del 

Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación 

de Empresa, Recaudación y Fiscalización. 

 

Que el Instituto demandado no acredita haber entregado a la 

contribuyente la constancia respectiva en términos del artículo 6° del 

Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación 

de Empresa, Recaudación y Fiscalización, toda vez que no prueba haber 

entregado a la contribuyente la constancia respectiva en términos del Artículo 

6 del Reglamento en cita, es decir no demuestra que la actora hubiese 

entregado documentación alguna relativa a la afiliación de los trabajadores. 

 

Que la autoridad no especifica qué procedimiento del artículo 

39 C de la Ley del Seguro Social, aplicó. 

 

Al momento de contestar la demanda y la contestación a la 

ampliación, la autoridad sostuvo la legalidad de la resolución impugnada. 

 

A criterio de esta Juzgadora los argumentos en estudio 

resultan INFUNDADOS de conformidad con las consideraciones siguientes: 
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Ahora bien. y en atención a la negativa formulada por la parte 

actora en los conceptos de impugnación sujetos a análisis, la litis en el 

presente considerando se constriñe a verificar si las resoluciones 

impugnadas se encuentran debidamente fundadas y motivadas. 

 

Así, de las resoluciones impugnadas, se desprende que la 

autoridad demandada citó como fundamento para determinar las cuotas 

obrero patronales, entre otros, el artículo 29, fracciones I y II de la Ley del 

Seguro Social, el cual en su parte relativa establece: 

 

“Artículo 29. Para determinar la forma de cotización se 
aplicarán las siguientes reglas: 
 
I. El mes natural será el período de pago de cuotas; 
 
II. Para fijar el salario diario en caso de que se pague por 
semana, quincena o mes, se dividirá la remuneración 
correspondiente entre siete, quince o treinta respectivamente. 
Análogo procedimiento será empleado cuando el salario se fije 
por períodos distintos a los señalados, y 
 
III. Si por la naturaleza o peculiaridades de las labores, el 
salario no se estipula por semana o por mes, sino por día 
trabajado y comprende menos días de los de una semana o el 
asegurado labora jornadas reducidas y su salario se determina 
por unidad de tiempo, en ningún caso se recibirán cuotas con 
base en un salario inferior al mínimo.” 
 

De la interpretación conjunta y armónica del primer párrafo que 

encabeza el numeral citado y sus tres fracciones, se desprende que para la 

determinación de la forma de cotización se debe considerar: 

 

1. Como periodo de pago de las cuotas (fracción I), el mes 

natural. 

 

2. Así, que, para fijar el salario diario (fracción II), en el caso 

de que el periodo de pago sea: por semana, quincena o mes, se dividirá la 

remuneración correspondiente entre, siete, quince o treinta, respectivamente; 

debiéndose seguir un procedimiento análogo, cuando el salario se fije por 

periodos distintos a los citados y; 
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3. Si por naturaleza o peculiaridades de las labores (fracción 

III), el salario no se estipula por semana o por mes, sino por día trabajado y 

comprende menos días de los de una semana o el asegurado labora jornadas 

reducidas y su salario se determina por unidad de tiempo, en ningún caso, el 

Instituto recibirá cuotas con base en un salario inferior al mínimo. 

 

En ese contexto, es dable puntualizar que el artículo en 

análisis, se encuentra contenido en el Título Segundo, del Régimen 

Obligatorio, Capítulo II, de las "Bases de Cotización y de las Cuotas." 

 

De igual modo, es relevante considerar lo regulado por ese 

mismo Título Segundo, Capitulo I. “Generalidades”, en cuyo artículo 15, 

fracción III, refiere: 

 

“Artículo 15. Los patrones están obligados a: 
 
… 
 
III. Determinar las cuotas obrero patronales a su cargo y 
enterar su importe al Instituto; 
 
…” 
 
Conforme al precepto transcrito, resulta evidente que, en 

principio, se encuentra a cargo de los patrones determinar las cuotas obrero 

patronales y enterar su importe al Instituto; lo cual se estima razonable en la 

medida de que es el patrón quien cuenta de primera mano con los datos 

relativos a los salarios de sus trabajadores. 

 

En tales consideraciones, de la interpretación conjunta a los 

preceptos legales de que se trata, la aplicación de las reglas para determinar 
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las formas de cotización, corresponde inicialmente a los patrones y en caso 

de que los mismos sean omisos en el pago correspondiente o bien, la 

autoridad advierta diferencias en dicho pago, según se precisa en el artículo 

150 del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, se 

encuentra facultada para llevar a cabo tal determinación ella misma. 

 

En efecto, en caso de que los patrones sean omisos en el pago 

correspondiente, o bien, la autoridad observe diferencias en dicho pago, tiene 

la facultad de determinar las cantidades omitidas o enteradas de manera 

incorrecta, con base en los datos con que cuente, o con apoyo en los hechos 

que conozca con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, de 

conformidad con el numeral 39-C de la misma Ley del Seguro Social, que 

establece lo siguiente: 

 

“Artículo 39 C. En el caso en que el patrón o sujeto obligado 
no cubra oportunamente el importe de las cuotas obrero 
patronales o lo haga en forma incorrecta, el Instituto podrá 
determinarlas presuntivamente y fijarlas en cantidad líquida, 
con base en los datos con que cuente o con apoyo en los 
hechos que conozca con motivo del ejercicio de las facultades 
de comprobación de que goza como autoridad fiscal o bien a 
través de los expedientes o documentos proporcionados por 
otras autoridades fiscales. Esta determinación deberá 
considerar tanto los saldos a favor del Instituto como los que 
pudiera haber a favor del patrón debido a errores en lo 
presentado por este último. 
 
En la misma forma procederá el Instituto, en los casos en que 
al revisar las cédulas de determinación pagadas por los 
patrones, detecte errores u omisiones de los que se derive 
incumplimiento parcial en el pago de las cuotas. 
 
Las cédulas de liquidación que formule el Instituto deberán ser 
pagadas por los patrones, dentro de los quince días hábiles 
siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, en 
los términos del Código. 
 
En el caso de que el patrón o sujeto obligado, 
espontáneamente opte por regularizar su situación fiscal, 
conforme a los programas de regularización que en su caso se 
establezcan, el Instituto podrá proporcionarle, previa solicitud 
por escrito, la emisión correspondiente sea de manera 
impresa, o bien, a través de medios magnéticos, digitales, 
electrónicos, ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra 
naturaleza.” 
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El precepto transcrito, faculta al Instituto Mexicano del Seguro 

Social para determinar presuntivamente y fijar en cantidad líquida el importe 

de las cuotas obrero patronales, en aquellos casos en los que el patrón o 

sujeto obligado no cubra oportunamente dicho importe o lo haga de forma 

incorrecta; facultad que también está prevista en las fracciones XIV y XV del 

artículo 251 de la Ley del Instituto demandado, así como en el artículo 112, 

segundo párrafo, del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 

Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización. 

 

Sobre este artículo, conviene precisar que mediante 2a./J. 

10/2017 (10a.), la Segunda Sala Suprema Corte de Justicia de la Nación 

definió que el artículo 39 C de la Ley del Seguro Social, no viola el derecho 

de audiencia.  

 

La jurisprudencia 2a./J. 10/2017 (10a.), a que se hace 

referencia se encuentra en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 39, Febrero de 2017, Tomo I, página 397, 

de rubro y texto siguientes 

 

“DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CUOTAS OBRERO 
PATRONALES. EL ARTÍCULO 39 C DE LA LEY DEL 
SEGURO SOCIAL QUE LA PREVÉ NO VIOLA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA. El artículo 
citado, al facultar al Instituto Mexicano del Seguro Social para 
determinar presuntivamente y fijar en cantidad líquida las 
cuotas obrero patronales conforme a los datos con que cuente, 
en caso de que el patrón no cubra oportunamente su importe 
o lo haga en forma incorrecta, no viola el derecho fundamental 
de audiencia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues al ser las 
cuotas obrero patronales un tipo de contribución y formar parte 
de la materia impositiva, la audiencia para controvertir su 
monto, no necesariamente debe ser previa al momento de su 
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liquidación, sino que basta con que la ley otorgue a los 
causantes el derecho a impugnarlo posteriormente, cuando ya 
se haya fijado.” 
 

En razón de ello, el argumento de la actora, resulta infundado. 

 

En tales consideraciones, debe tenerse en cuenta que el 

salario base de cotización, plasmado por la autoridad en dichas cédulas, con 

base en el cual liquida las cuotas omitidas, lo conoce con motivo de la 

información que el propio patrón le proporciona, en términos de la fracción I 

del numeral 15 de la legislación en estudio, el cual refiere lo siguiente: 

 

“Artículo 15. Los patrones están obligados a: 
 
I. Registrarse e inscribir a sus trabajadores en el Instituto, 
comunicar sus altas y bajas, las modificaciones de su salario y 
los demás datos, dentro de plazos no mayores de cinco días 
hábiles; 
 
…” 
 

Aunado a ello, la autoridad citó las fracciones del artículo 251 

de la Ley del Seguro Social, que como ya se mencionó, le dan competencia 

material para liquidar las cuotas omitidas a partir de los datos que tiene en su 

poder y que fueron proporcionados por el patrón al registrar a sus 

trabajadores; por tanto, si el instituto no llevó a cabo el cálculo del salario base 

de cotización, es innecesario que funde su competencia en tal cuestión; de 

ahí que, resulte infundado el argumento de la demandante respecto a que la 

autoridad debió citar el artículo 150, fracción III, del Reglamento Interior del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, con el fin de justificar su posibilidad de 

actuación en el terreno de la determinación de la base de cotización. 

 

Asimismo, se estima que tampoco es necesario que la 

autoridad precise qué datos consideró para la determinación del salario diario 

base de cotización pues éstos ni siquiera son calculados por ella, sino que, 

se insiste, lo conoce con motivo de la información que le suministra el patrón, 

máxime a ello que las determinaciones son con base en los datos y 

movimientos afiliatorios con que cuenta de los asegurados registrados por el 

patrón. 
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Máxime que, la accionante fue omisa en exhibir medio de 

prueba idóneo con lo cual acreditara que los datos que la autoridad utilizó 

para la determinación de las cédulas de liquidación impugnadas son diversos 

a los proporcionados por ella; toda vez que estaba obligada a acreditar los 

extremos de su acción, sin que en el presente caso así lo haya hecho, pues 

no se pueden desconocer las reglas legales sobre la carga de la prueba para 

resolver el litigio, cuando la parte sobre quien recae tal carga procesal no 

haya aportado las pruebas correspondientes para verificar los hechos de sus 

afirmaciones. 

 

Sirve de apoyo para lo anterior, la jurisprudencia VI.3o.A. J/38, 

sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de la novena época, visible en el tomo XX, septiembre de 2004, 

página 1666, que a la letra establece lo siguiente: 

 

“PRUEBA, CARGA DE LA, EN EL JUICIO FISCAL. De 
conformidad con el artículo 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en los juicios 
fiscales por disposición del artículo 5o., segundo párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación, al actor corresponde probar 
los hechos constitutivos de su acción y al reo (demandado) los 
de sus excepciones. Por tanto, cuando en el juicio fiscal exista 
necesidad de aportar alguna prueba para dilucidar un punto de 
hecho, tocará a la parte interesada en demostrarlo gestionar 
la preparación y desahogo de tal medio de convicción, pues 
en ella recae la carga procesal, y no arrojarla al tribunal con el 
pretexto de que tiene facultades para allegarse de los datos 
que estime pertinentes para conocer la verdad. De otra forma, 
se rompería el principio de equilibrio procesal que debe 
observarse en todo litigio.” 
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Ahora bien, del contenido de la resolución impugnada, se 

advierte que, a efecto de determinar el importe de las cuotas obrero-

patronales omitidas, el instituto demandado procedió a detallar en primer 

término, cuáles seguros del régimen obligatorio se liquidaban; 

posteriormente, estableció las operaciones aritméticas utilizadas a efecto de 

determinar el monto de las cuotas obrero-patronales que debió pagar la 

actora, el procedimiento, así como los preceptos legales en que se apoyó 

para obtener las mismas, y finalmente, procedió a determinar el monto de las 

cuotas obrero-patronales omitidas conforme al siguiente procedimiento 

respecto de cada uno de los trabajadores listados en la Cédula de 

Liquidación. 

 

Del contenido de la resolución impugnada, se advierte que la 

autoridad demandada precisó en forma concisa y exacta las circunstancias 

especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en 

consideración para emitir dicho acto, puntualizando, entre otros datos: el 

nombre y número de seguridad social de los trabajadores; su fecha de alta o 

reingreso; su salario base de cotización; los días laborados en el período, 

incapacidades y ausencias; el monto de las cuotas determinadas por la 

autoridad demandada que debió cotizar la empresa actora; los pagos 

realizados por la actora. 

 

De igual modo, la autoridad procedió a determinar los créditos 

fiscales a cargo del patrón, en relación con las cuotas omitidas, que debió 

pagar mensualmente o bimestralmente respecto a cada trabajador, cuyos 

importes por ramo de seguro se detallan en la propia cédula de liquidación; 

asimismo, enumera a qué cotizantes se refieren las liquidaciones, y cuántos 

días cotizados, de ahí que resulte INFUNDADO el argumento del accionante 

en el sentido de que la resolución en pugna no se encuentran debidamente 

fundada y motivada. 

 

Por otra parte, de la resolución impugnada se advierte que la 

autoridad demandada hizo constar en el rubro LIQUIDACIÓN, que se 

descubrió el incumplimiento parcial de la accionante en el pago de cuotas 

obrero patronales correspondientes al régimen obligatorio, por los seguros 

riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, de invalidez y vida, de 
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guarderías y prestaciones sociales, y que en consecuencia, se procedía a 

determinar un crédito fiscal a cargo de la hoy actora, en relación con las 

cuotas omitidas, que debió pagar mensualmente respecto de cada trabajador, 

determinadas por el Instituto demandado y de las cuales se restan las 

cantidades pagadas por la hoy actora, obteniéndose así las diferencias de las 

cuotas que omitió determinar y enterar; cuyos importes por ramo de seguro 

se detallaron respecto de cada uno de los trabajadores en la resolución 

impugnada en el rubro DETALLE DE TRABAJADORES. 

 

En esa guisa, se tiene que la mención que efectuó la autoridad 

demandada en el rubro LIQUIDACIÓN, respecto a que a las cuotas omitidas 

que debió pagar la actora se restarían las cantidades pagadas por ésta, 

obteniéndose así las diferencias de las cuotas que omitió determinar y 

enterar, fue de manera enunciativa mas no limitativa respecto al 

procedimiento que realizaría para determinar las cuotas omitidas, ya que la 

autoridad estaba determinando con ello que en efecto existían pagos 

efectuados por la actora, situación que concluyó en el rubro IMPORTE DE 

CUOTAS OMITIDAS, esto después de haber efectuado el detalle de 

trabajadores por los que se estaba liquidando, refiriendo el número de 

seguridad social, fecha de alta o reingreso, apellido y nombre, CURP y los 

seguros por los que se estaba liquidando. 

 

Por tanto, son INFUNDADOS los argumentos de la accionante 

relativos a que la autoridad fue omisa en indicar a qué pagos se refiere, ya 

que señaló que eran por la omisión parcial de realizar los pagos 

correspondientes, razón por la cual no expresa cuáles fueron los elementos 

que dice consideró y por cuales determinó que existían las supuestas 

diferencias; además que, procedió a la revisión y que ante los supuestos 
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pagos realizados por la actora, restó determinadas cantidades, sin que al 

caso manifestara cuáles fueron los pagos realizados y qué cantidades 

procedió a restar, por lo que si bien se citan los preceptos legales que se 

refieren a supuestos hechos y conductas, lo cierto es que no se establece un 

nexo que acredite el supuesto dentro del cual habrá de ubicarse la 

accionante; ello porque la actora pierde de vista que era ella la obligada en 

su caso a demostrar que el pago que hizo fue distinto, esto es, al señalado 

por la autoridad demandada en la resolución impugnada. 

 

Apoya el anterior pronunciamiento, la jurisprudencia VI.30.A. 

J/38, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Sexto Circuito, cuyo rubro y texto son los siguientes:  

 

“PRUEBA, CARGA DE LA, EN EL JUICIO FISCAL. De 
conformidad con el artículo 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en los juicios 
fiscales por disposición del artículo 5o., segundo párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación, al actor corresponde probar 
los hechos constitutivos de su acción y al reo (demandado) los 
de sus excepciones. Por tanto, cuando en el juicio fiscal exista 
necesidad de aportar alguna prueba para dilucidar un punto de 
hecho, tocará a la parte interesada en demostrarlo gestionar 
la preparación y desahogo de tal medio de convicción, pues 
en ella recae la carga procesal, y no arrojarla al tribunal con el 
pretexto de que tiene facultades para allegarse de los datos 
que estime pertinentes para conocer la verdad. De otra forma, 
se rompería el principio de equilibrio procesal que debe 
observarse en todo litigio.” 
 

En ese sentido, toda vez que de la cédula de liquidación 

impugnada, se advierte que la autoridad señaló los ramos de seguro por los 

que se le determina el adeudo, precisándose en cada caso el nombre de los 

trabajadores respecto de los cuales no enteró las cuotas correspondientes, 

sin que esta Juzgadora advierta que la actora controvierta en forma alguna la 

aplicación de los preceptos legales citados ni los razonamientos vertidos por 

la autoridad demandada, debido a que en ningún momento prueba que no 

esté obligada al pago de las cuotas respecto de los ramos de seguro y 

trabajadores señalados. 

 

Así es, la autoridad demandada precisó, respecto de cada uno 

de los ramos de seguro a que está afecta la actora, el procedimiento 
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aritmético empleado para llegar a las cantidades determinadas en cada uno 

de ellos, indicándose, respecto de cada trabajador, las cantidades 

determinadas por cada uno de los ramos de seguro, la base de cotización y 

el porcentaje aplicado conforme a las disposiciones legales, de tal suerte que 

con los datos expresados en la liquidación respectiva se le brindó a la parte 

actora la posibilidad de controvertir los importes determinados, comparando 

las bases de cotización de la resolución impugnada contra los datos 

contenidos en la información con que cuenta el Instituto Mexicano del Seguro 

Social. 

 

Asimismo, se precisaron las cantidades tomadas en cuenta 

para determinar el adeudo respecto de cada uno de los trabajadores 

mencionados en las cédulas de liquidación en estudio, señalándose el 

nombre y número de seguridad social de cada uno de ellos. 

 

Ahora bien, en cuanto a la negativa formulada por la parte 

actora, consistente en tener el carácter de patrón de las personas listadas en 

los créditos determinados, tal negativa se califica de INFUNDADA, con base 

en lo siguiente. 

 

Del análisis realizado por esta Juzgadora a la resolución 

determinante de los créditos fiscales impugnados, se observa que la 

autoridad emisora precisó que las emitió con base en los datos que fueron 

comunicados al Instituto Mexicano del Seguro Social por el propio patrón; 

información que conserva en términos de lo dispuesto, entre otros, en el 

artículo 4° del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 

Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, de cuya 

revisión determinó que omitió enterar las cuotas correspondientes. 
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Ahora bien, es conveniente transcribir los artículos 3, 4 y 5 del 

Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación 

de Empresas, Recaudación y Fiscalización, los cuales son de la literalidad 

siguiente: 

 

“Artículo 3. El registro de los patrones y demás sujetos 
obligados, la inscripción de los trabajadores y demás sujetos 
de aseguramiento, la clasificación de empresas y la 
determinación de la prima de riesgo de trabajo, la 
determinación y pago de los créditos fiscales a cargo de 
patrones, trabajadores y demás sujetos obligados y de 
aseguramiento y en general cualquier otro sujeto de 
obligaciones establecidas en la Ley y en este Reglamento, así 
como la comunicación de sus modificaciones salariales y 
bajas, el registro del contador público autorizado, el aviso para 
dictaminar, los modelos de opinión y la carta de presentación 
del dictamen y los demás de cualquier otra índole, se harán en 
los formatos impresos autorizados que deberán ser publicados 
en el Diario Oficial de la Federación por el Instituto. Salvo 
cuando la obligación se cumpla a través de un medio de los 
señalados en el artículo 5 de este Reglamento.- La 
reproducción y presentación de dichos formatos podrá 
realizarse en la forma y términos que señale el Instituto, o en 
cualquiera de los medios previstos en el último párrafo del 
artículo 15 de la Ley, de acuerdo con las especificaciones 
establecidas por el mismo.- En el caso de que se omita 
presentar la información a que se refieren los párrafos 
anteriores, en los formatos o medios señalados, no se dará 
trámite a la solicitud, excepto cuando no se hayan publicado 
por el Instituto dichos formatos, en cuyo supuesto, se realizará 
mediante escrito reuniendo todos y cada uno de los requisitos 
previstos en la Ley y este Reglamento para el cumplimiento de 
las obligaciones.- Cuando el último día de los plazos 
señalados en este Reglamento para el cumplimiento de 
obligaciones, sea día inhábil o viernes se prorrogará el plazo 
hasta el día hábil siguiente. No se prorrogará el plazo para la 
presentación de avisos afiliatorios”. 
 
“Artículo 4. El Instituto podrá conservar en medios 
magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, magneto ópticos o 
de cualquier otra naturaleza, la información contenida en la 
documentación a que se refiere el artículo anterior, presentada 
en formatos impresos, en relación con el registro de patrones 
y demás sujetos obligados; inscripción, modificación de salario 
y baja de trabajadores y demás sujetos de aseguramiento.- El 
Instituto podrá expedir certificaciones de la información así 
conservada, en términos de las disposiciones legales 
aplicables.”. 
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“Artículo 5. Los patrones y demás sujetos obligados que en 
los términos del artículo 15 de la Ley, realicen los trámites 
correspondientes para el cumplimiento de sus obligaciones a 
través de medios magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, 
magneto ópticos o de cualquier otra naturaleza, deberán 
utilizar el número patronal de identificación electrónica, como 
llave pública de sistemas criptográficos a que se refiere el 
artículo 15 de este Reglamento en sustitución de su firma 
autógrafa. Este número se tramitará de conformidad con los 
lineamientos de carácter general que emita el Consejo Técnico 
del Instituto, los cuales se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación.- Para los efectos del párrafo anterior, el Instituto 
establecerá un  sistema de identificación electrónica de 
tecnología criptográfica.- La información a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo en la que se utilice el número 
patronal de identificación electrónica en sustitución de la firma 
autógrafa, así como las certificaciones que de ésta expida el 
Instituto producirán los mismos efectos que las leyes otorgan 
a los documentos firmados autógrafamente y, en 
consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las 
disposiciones aplicables les otorgan a estos.- El Instituto 
requerirá nuevamente el envío de la información remitida a que 
se refiere este artículo, en caso de que no se pueda tener 
acceso a la misma por problemas técnicos.- Para los efectos 
del párrafo anterior, el patrón o sujeto obligado deberá enviar 
nuevamente la información en un plazo no mayor de cinco días 
hábiles contado a partir del requerimiento, a fin de que se le 
respete la fecha de presentación original. En caso de no 
hacerlo se tendrá por no presentada.”. 
 

De los artículos transcritos se desprenden dos formas distintas 

para cumplir con cualquiera de las obligaciones establecidas en la Ley del 

Seguro Social o en el Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 

Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, cuyos 

numerales han sido referidos en los párrafos que anteceden. 

 

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, ya ha emitido criterio jurisprudencial, de observancia obligatoria 
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para esta Juzgadora, en el sentido de que la certificación efectuada por el 

Instituto Mexicano del Seguro Social, de los estados de cuenta individuales 

de los trabajadores (que contiene la información transmitida por el patrón al 

instituto), tienen valor probatorio pleno, y es apta para acreditar la relación 

laboral entre aquéllos y el patrón (con ello el envío de la información ahí 

contenida), ya que dichos documentos, de conformidad con los artículos 3, 4 

y 5, del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, 

Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización antes transcritos, 

independientemente de ser resultado de información presentada vía formato 

impreso o de aquélla presentada a través de medios magnéticos, digitales, 

electrónicos, ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra naturaleza (en 

donde se utilizó el número patronal de identificación electrónica, que hace las 

veces de sustituto de la firma autógrafa) tienen valor probatorio pleno, de 

conformidad con el artículo 46 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, aun cuando la parte patronal desconozca la 

relación laboral mediante su negativa lisa y llana o su negativa del envío de 

la información relativa a la afiliación y sus movimientos. 

 

En ese orden de ideas, la certificación de los estados de 

cuenta individuales, es apta y suficiente para acreditar la relación laboral entre 

los trabajadores y el patrón, así como el envío de la información al Instituto 

Mexicano del Seguro Social; de manera que no es necesario exigir el 

perfeccionamiento de ese tipo de constancias con la exhibición, por ejemplo, 

de los avisos de afiliación presentados por el patrón, dado que como ya se 

analizó, la certificación mencionada es apta y suficiente para acreditar la 

relación laboral entre los trabajadores y el patrón, así como el envío de dicha 

información; de manera que no es necesario exigir el perfeccionamiento de 

ese tipo de constancias con alguna otra prueba. 

 

La jurisprudencia citada, es la número 2a./J. 202/2007, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, 

octubre de dos mil siete, Novena Época, página doscientos cuarenta y dos, 

la cual es de contenido y rubro siguientes: 

 

“ESTADOS DE CUENTA INDIVIDUALES DE LOS 
TRABAJADORES. SU CERTIFICACIÓN POR PARTE DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL TIENE 
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VALOR PROBATORIO PLENO, POR LO QUE ES APTA 
PARA ACREDITAR LA RELACIÓN LABORAL ENTRE 
AQUÉLLOS Y EL PATRÓN. Los mencionados certificados, 
de conformidad con los artículos 3, 4 y 5, del Reglamento de 
la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación 
de Empresas, Recaudación y Fiscalización, 
independientemente de ser resultado de información 
presentada vía formato impreso o de aquella presentada a 
través de medios magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, 
magneto ópticos o de cualquier otra naturaleza (en donde se 
utilizó el número patronal de identificación electrónica, que 
hace las veces de sustituto de la firma autógrafa) tiene valor 
probatorio pleno, de conformidad con el artículo 46 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
(equivalente al artículo 234, fracción I del Código Fiscal de la 
Federación), en relación con el diverso 63 del Código Fiscal 
de la Federación, aun cuando la parte patronal desconozca la 
relación laboral mediante su negativa lisa y llana. Por lo tanto, 
la certificación de los estados de cuenta individuales, es apta 
y suficiente para acreditar la relación laboral entre los 
trabajadores y el patrón, de manera que, no es necesario exigir 
el perfeccionamiento de ese tipo de constancias con la 
exhibición, por ejemplo, de los avisos de afiliación presentados 
por el patrón.”. 
 

Ahora bien, para una mayor comprensión, se transcriben a 

continuación las consideraciones que tomó la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, para sustentar la Jurisprudencia transcrita, las 

cuales en la parte que interesan dicen lo siguiente: 

 

“…  
SÉPTIMO.  
… 
 
Esto significa que la legislación autoriza a la autoridad 
administrativa, al igual que en el caso de los formatos impresos 
a certificar la información relativa al registro de patrones y 
demás sujetos obligados; a la inscripción, modificación de 
salario y baja de trabajadores y demás sujetos de 
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aseguramiento, presentada por medios electrónicos, en la que 
se hubiera utilizado el número patronal de identificación 
electrónica, que se insiste, es el sustituto de la firma 
autógrafa.-  
 
…. 
 
Es necesario reiterar que en las dos formas que la ley 
autoriza para cumplir con las obligaciones, el Instituto 
está facultado para expedir certificaciones de la 
información que conserve, es decir, tiene esta potestad 
tanto respecto de la presentada en forma impresa, como 
en relación con aquella presentada a través de los medios 
no impresos, mencionados en la parte final del párrafo 
anterior, esto es, la presentada a través de los medios de 
comunicación electrónica, en los que se utilizó el número 
patronal de identificación electrónica.- Además, la legislación 
claramente advierte que la utilización de este número patronal 
de identificación electrónica, hace las veces de sustituto de la 
firma autógrafa.- Por otro lado, es menester tener en cuenta, 
que el artículo 5° del reglamento en estudio, es claro al 
determinar en estos supuestos que "... las certificaciones que 
de ésta expida el Instituto producirán los mismos efectos que 
las leyes otorgan a los documentos firmados autógrafamente 
y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las 
disposiciones aplicables les otorgan a estos ...’.- En suma, 
tanto las certificaciones expedidas en relación con los 
documentos presentados vía formatos impresos, como 
aquellas realizadas de información recibida vía 
electrónica (en donde se utilizó el número patronal de 
identificación electrónica), tienen el valor probatorio que 
las leyes otorguen.-  
… 
 
Todo lo anterior, aplicado al punto de contradicción que 
ocupa a esta Sala, lleva a la conclusión de que, si el 
Instituto está facultado para expedir certificaciones de la 
información que conserve, tanto aquella derivada de la 
presentada en formatos impresos, como aquella 
presentada a través de cualquier medio electrónico, en 
donde se utilizó el número patronal de identificación 
electrónica y, si en ambos casos, se les dará a las 
certificaciones, el valor probatorio que la ley conceda, que 
consiste en presumirlos ciertos (salvo si el afectado los 
niega lisa y llanamente, caso en el que la autoridad debe 
probar los hechos que motivaron los actos, a menos que 
la negativa implique la afirmación de otro hecho), 
entonces, si en un juicio contencioso administrativo el 
Instituto Mexicano del Seguro Social, para desvirtuar la 
negativa lisa y llana de la parte actora de la relación 
laboral, exhibe la certificación de los estados de cuenta 
individuales, emitidos con las facultades legales que le 
otorgan los artículos 3o., 4o. y 5o. del reglamento en 
estudio; la negativa del patrón implica la afirmación de 
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otro hecho, consistente en que no son esos trabajadores, 
por tanto, corresponde a éste desvirtuar tales 
certificaciones mediante la presentación de otras pruebas 
que valorará el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa.- Esto implica, que la autoridad demandada 
no está obligada a acreditar la relación laboral con otras 
documentales, pues con la certificación de los estados de 
cuenta individuales queda, salvo prueba en contrario -
pues la carga de la prueba se revierte-, demostrada la 
voluntad de la empresa patronal de dar de alta a los 
trabajadores de que se trata.- Lo anterior, 
independientemente de si la certificación expedida se realizó 
en relación con documentos presentados en formato impreso 
o de aquellos presentados vía electrónica con el número 
patronal de identificación electrónica, pues su uso es 
responsabilidad de la parte patronal y se presume que la 
información proporcionada vía electrónica al Instituto a través 
de este número patronal sustituto de la firma autógrafa, es 
información entregada por el patrón, ya que va firmada 
virtualmente con el número patronal referido. Si el patrón no 
desea hacer uso de la tecnología, por cualquier razón, tiene la 
alternativa de presentar y cumplir con sus obligaciones a 
través del llenado de los formatos impresos.- De todo lo 
anterior se concluye que la presentación por la 
demandada en el juicio de nulidad, de la certificación de 
los estados de cuenta individuales, al ser una prueba 
plena, es apta y suficiente para acreditar la relación laboral 
entre los trabajadores y el patrón, por tanto, no es 
necesario exigir para su perfeccionamiento, por ejemplo, 
la presentación de los avisos de afiliación presentados 
por el patrón…” 
 

Así las cosas, debe precisarse que del análisis realizado a la 

resolución determinante de los créditos fiscales impugnados, se advierte que 

se emitieron con base en los movimientos de inscripción, modificación de 

salario y baja que fueron comunicados por el propio patrón, por lo que si la 

actora niega haber transmitido la información relativa a la afiliación y con ello 

negar la relación laboral en que la liquidación combatida referida encuentra 

su origen, la carga de la prueba se revierte a la demandada, esto es, para 
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que exhiba como prueba los avisos afiliatorios o bien la documentación o 

información que le fue proporcionada por la empresa actora, carga probatoria 

que la demandada cumplió en el caso concreto con las cuentas individuales 

de los trabajadores exhibidas. 

 

Máxime que el Instituto Mexicano del Seguro Social está 

facultado tanto para conservar en medios magnéticos, digitales, electrónicos, 

ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra naturaleza, la información 

presentada en formatos impresos o por medios electrónicos, en relación con 

el registro de patrones y demás sujetos obligados; inscripción, modificación 

de salario y baja de trabajadores y demás sujetos de aseguramiento, como 

para expedir certificaciones de la información así conservada. 

 

Lo anterior se traduce en que la legislación autoriza a la 

autoridad administrativa a certificar la información relativa al registro de 

patrones y demás sujetos obligados; a la inscripción, modificación de salario 

y baja de trabajadores y demás sujetos de aseguramiento, presentada por 

medios electrónicos o por medio de los formatos impresos. 

 

Por lo que se reitera que en las dos formas que la ley autoriza 

para cumplir con las obligaciones, el referido Instituto está facultado para 

expedir certificaciones de la información que conserve, es decir, tiene esta 

potestad tanto respecto de la presentada en forma impresa, como en relación 

con aquella presentada a través de los medios no impresos, esto es, la 

presentada a través de los medios de comunicación electrónica; información 

certificada que contará con la presunción de certeza que se les otorga a 

los actos de autoridad. 

 

Habida cuenta, que si bien el artículo 68 del Código Fiscal de 

la Federación, establece que los actos y resoluciones de las autoridades 

fiscales se presumirán legales, salvo que el afectado niegue lisa y llanamente 

los hechos que los motiven, pues entonces corresponderá a la autoridad 

probarlos, también lo es que si en el juicio, el Instituto Mexicano del Seguro 

Social, para desvirtuar la negativa lisa y llana de la parte actora, exhibe la 

“consulta de cuenta individual” de los trabajadores que aparecen inscritos en 
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ese organismo por cuenta del patrón, debe concluirse que tales documentos 

hacen prueba plena. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, en lo conducente, la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 157/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, tomo XX, noviembre de dos mil cuatro, Novena Época, página 67, 

de rubro y texto siguiente: 

 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CORRESPONDE AL 
PATRÓN DESVIRTUAR LOS AVISOS DE AFILIACIÓN 
EXHIBIDOS POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL, CUANDO AQUÉL NIEGUE LISA Y LLANAMENTE 
LA RELACIÓN LABORAL. El artículo 68 del Código Fiscal de 
la Federación establece que los actos y resoluciones de las 
autoridades fiscales se presumirán legales, salvo que el 
afectado niegue lisa y llanamente los hechos que los motiven, 
pues entonces corresponderá a la autoridad probarlos. Ahora 
bien, si en un juicio contencioso administrativo el Instituto 
Mexicano del Seguro Social, para desvirtuar la negativa lisa y 
llana de la parte actora, exhibe los avisos de afiliación de los 
trabajadores que aparecen inscritos en ese organismo a las 
órdenes del patrón, a éste corresponde desvirtuar tales avisos 
o que mediante objeción controvierta su falsedad o inexactitud, 
quedando la valoración probatoria a juicio del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa”. 
 

Por lo tanto, es de concluirse que si el Instituto Mexicano del 

Seguro Social, con el objeto de desvirtuar la negativa lisa y llana de la 

parte actora de la relación laboral, exhibe la certificación de los estados 

de cuenta individuales, emitidos con las facultades legales que le otorgan 

los artículos 3, 4 y 5, del reglamento en estudio; la negativa del patrón implica 

la afirmación de otro hecho, consistente en que no son esos trabajadores, por 

tanto, corresponde a éste desvirtuar tales certificaciones mediante la 
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presentación de otras pruebas y al no hacerlo el concepto de impugnación 

que se analiza es infundado. 

 

En este punto, cabe hacer mención que en el ocurso de 

ampliación, la parte actora combate las cuentas individuales que ofreció su 

contraparte, en los que básicamente arguye que la autoridad tenía la 

obligación de exhibir la constancia de que efectivamente se hubiera realizado 

los movimientos afiliatorios de manera manual o electrónica, que niega de 

manera lisa y llana conocer los movimientos afiliatorios consignados en la 

cédula de liquidación que impugna, niega haber presentado los avisos 

correspondientes, cuestiona la legalidad del trámite de afiliación; que las 

cuentas individuales exhibidas por la demandada no cumplen con los 

requisitos previstos en la Ley; que hubiere presentado avisos afiliatorios, y en 

el caso de que los haya, éstos estén firmados el representante legal o 

persona autorizada, que la autoridad estaba obligada a exhibir además los 

avisos de afiliación, movimientos de alta o de baja o el pago de las cuotas 

obrero patronales; que las cuentas individuales carecen de fundamentación 

y motivación, pues no señala los artículos aplicables, ni muchos menos los 

razonamientos lógicos jurídicos de las denominaciones de los números que 

ahí se enlistan; que no cuenta con el certificado de firma digital ni la llave 

privada, que no se señala que la información presentada fue conservada y 

obtenida de medios magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, magneto 

ópticos o de cualquier naturaleza, que son copias simples que las mismas 

son solo indicios, no tiene valor probatorio pleno. 

 

Al respecto, se estima importante tomar en consideración que 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya determinó en la jurisprudencia 

2a./J. 202/2007, transcrita con antelación en este fallo, que la certificación 

de los estados de cuenta individuales exhibidas por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social, es apta y suficiente para acreditar la 

relación laboral entre los trabajadores y el patrón, así como él envío de 

la información ahí contenida, de manera que no es necesario exigir el 

perfeccionamiento de ese tipo de documentos con diverso medio 

probatorio, de suerte que si el patrón desconoce la información contenida en 

los estados de cuenta es a éste a quien corresponde acreditar su dicho. 
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No obstante, lo señalado, con la finalidad de hacer una 

precisión respecto del procedimiento administrativo para la generación de los 

referidos estados de cuenta, resulta conveniente traer a colación el contenido 

de los artículos 6° y 50 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia 

de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, 

mismos que son de la literalidad siguiente: 

 

“Artículo 6. En todos los casos el Instituto o las oficinas 
autorizadas por el mismo, entregarán al patrón o sujeto 
obligado la constancia correspondiente del trámite realizado, 
ya sea en forma impresa o en cualquiera de los medios de 
comunicación electrónica a que se refiere la Ley, en este 
último caso, dicha constancia tendrá para todos los efectos 
legales, igual valor probatorio que la impresa.--- Tratándose de 
la constancia que se entregue a través de los medios de 
comunicación electrónica, ésta deberá reunir los requisitos 
que establezcan los lineamientos de carácter general que 
emita el Consejo Técnico del Instituto, los cuales se publicarán 
en el Diario Oficial de la Federación 
 
El patrón, en un plazo de tres días hábiles contados a partir de 
la entrega de la mencionada constancia, por el mismo medio 
en que le fue entregada, confirmará que la información que 
proporcionó al Instituto concuerda con la registrada por éste, o 
bien, realizará las aclaraciones que procedan. En caso 
contrario, se tendrá por consentida. 
 
De proceder la aclaración, se tendrá por realizado el trámite 
en la fecha en que fue efectuado originalmente.”. 
 
“Artículo 50. El Instituto recibirá los avisos de inscripción de 
los trabajadores que presenten los patrones o sus 
representantes, comprobando, en su caso, la veracidad de los 
datos, por los medios que estime pertinentes y de proceder, 
rectificará la información. 
 
El patrón que solicite por escrito al Instituto la rectificación de 
datos proporcionados respecto de la fecha de ingreso al 
trabajo o del salario del trabajador, deberá comprobar 



34 

 
fehacientemente la procedencia de su petición con la 
información y documentación que se le solicite. 
 
La rectificación que proceda se sujetará a las reglas 
siguientes: 
 
I. Si se refiere a la fecha de alta, reingreso o modificación de 
salario del trabajador, el Instituto procederá a realizar la 
rectificación respectiva previo pago, en su caso, por parte del 
patrón, de las prestaciones que se hubieran otorgado 
indebidamente al asegurado; 
 
II. Si se trata de un salario inferior a uno superior, la 
rectificación surtirá efectos a partir de la fecha manifestada en 
el primer aviso, debiéndose cubrir las cuotas o, en su caso, los 
capitales constitutivos que procedan, y 
 
III. Si se trata de un salario superior a uno inferior, la 
rectificación surtirá efectos desde la fecha de presentación de 
la solicitud. 
 
No obstante lo anterior, el Instituto podrá efectuar la 
rectificación con la fecha manifestada en la solicitud, siempre 
y cuando se presente antes de realizar el pago que 
corresponda al mes en que se pretende surta efectos la 
modificación de salario y dentro de los diecisiete primeros días 
del mes siguiente. En este caso, el patrón deberá resarcir al 
Instituto las prestaciones que este último hubiere otorgado 
indebidamente al trabajador. 
 
Si a través del dictamen de contador público autorizado se 
determina alguno de los supuestos a que se refiere este 
artículo, se aplicará la regla que proceda, teniéndose como 
fecha de la solicitud de rectificación la de presentación ante el 
Instituto de dicho dictamen.” 
 

De los artículos anteriormente transcritos se desprende que: 

 

● El Instituto Mexicano del Seguro Social o las oficinas 

autorizadas por él, entregarán al patrón o sujeto obligado la constancia 

correspondiente del trámite realizado, ya sea en forma impresa o en 

cualquiera de los medios de comunicación electrónica previstos en la Ley del 

Seguro Social. 

 

● La citada constancia tendrá, para todos los efectos legales, 

igual valor probatorio que la impresa. 

 



 
 
 
 
 
NOVENA SALA REGIONAL EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO 
 
EXPEDIENTE: 3004/26-17-09-1      

 
  35 

 
 

● La constancia entregada a través de los medios de 

comunicación electrónica, deberá reunir los requisitos que establezcan los 

lineamientos de carácter general que emita el Consejo Técnico del Instituto. 

 

● El patrón, en un plazo de tres días hábiles contados a partir 

de la entrega de la mencionada constancia, por el mismo medio en que le fue 

entregada, confirmará que la información que proporcionó al Instituto 

concuerda con la registrada por éste, o bien, realizará las aclaraciones que 

procedan. En caso contrario, el trámite se tendrá por consentido. 

 

● El Instituto Mexicano del Seguro Social está facultado para 

comprobar la veracidad de los datos que proporcione el patrón, incluso, dicho 

Instituto puede proceder a la rectificación de datos. Además, el patrón que 

solicite la rectificación o aclaración de información deberá comprobar, 

fehacientemente, la procedencia de su petición. 

 

En esta línea argumentativa, la información correspondiente a 

los trámites de inscripción, modificación de salario y baja de trabajadores y 

demás sujetos de aseguramiento, en términos de lo establecido por los 

artículos 15 de la Ley del Seguro Social y 3° del Reglamento de la Ley del 

Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, 

Recaudación y Fiscalización, habrá de proporcionarse en los formatos 

impresos autorizados y publicados en el Diario Oficial de la Federación, o 

bien, a través de medios magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, magneto 

ópticos o de cualquier otra naturaleza, para lo cual deberá emplearse el 

número patronal de identificación electrónica, en sustitución de la firma 

autógrafa, tal como lo prevé el artículo 5° del Reglamento en cita ya transcrito 

con antelación. 
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Así las cosas, si la información debe ser proporcionada al 

Instituto, a través de formato impreso o de aquellos medios electrónicos 

mediante el uso del número patronal de identificación electrónica, 

atendiendo la forma en que se realizan los registros y cualquiera de las 

modificaciones de dichos datos, se llega a la conclusión de que los 

movimientos los efectuó el patrón y, por ende, son atribuibles a éste; 

pues debe tomarse en consideración que si el patrón opta por proporcionar 

al Instituto la información respectiva a través de los formatos impresos 

autorizados, deberá mostrar el documento de identificación patronal que le 

haya proporcionado el Instituto Mexicano del Seguro Social, el cual deberá 

contener el número de registro patronal asignado por el Instituto, nombre, 

denominación o razón social del sujeto obligado; actividad, clase y fracción; 

domicilio; firma del patrón o representante legal, y nombre y firma de las 

personas autorizadas por éste para presentar avisos de afiliación, tal como lo 

dispone el artículo 14 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia 

de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización. 

 

Por otro lado, si el patrón decide proporcionar la 

información relativa a los movimientos afiliatorios de trabajadores a 

través de medios electrónicos, debe señalarse que es responsabilidad 

de éste cualquier situación relacionada con la utilización de uso del 

Número Patronal de Identificación Electrónica, en términos de lo 

establecido por el artículo 15 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en 

Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y 

Fiscalización, salvo prueba en contra, aunado a que tal Número Patronal de 

Identificación Electrónica, no es obligatorio que conste en las certificaciones 

de cuentas individuales, debido a que no hay precepto que obligue a la 

demandada en ese sentido, pues se estima suficiente que el número de 

registro patronal que consta en las referidas cuentas individuales, sea el 

mismo que se menciona en la resolución impugnada, tal como acontece en 

el caso concreto. 

 

Atento a lo anterior, es de concluirse que el hecho de que la 

actora, además de desconocer la relación laboral entre ella y las personas 

mencionadas en la cédula de liquidación impugnada, también niegue haber 
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enviado la información contenida en los estados de cuenta respectivos, 

esa sola afirmación no puede tener el alcance de desvirtuar la prueba 

consistente en las copias certificadas de las cuentas individuales, que 

la autoridad demandada exhibió. 

 

En ese contexto de ideas, la negativa del envío de datos o 

desconocimiento de éstos por parte de la actora, trae como consecuencia 

que, se pueda demostrar que son otros los datos que envió, porque esa 

negativa implica la afirmación de otro hecho, consistente, precisamente en 

que envió datos diferentes; pero si con base en ello pretende negar la relación 

laboral y ésta ya ha quedado desvirtuada, entonces, corresponde a ella 

demostrar los extremos de su acción, sin poder revertir la carga 

probatoria a la autoridad enjuiciada respecto a que la información 

existente no la proporcionó la demandante. 

 

De conformidad con la anterior exposición es concluyente, que 

la demandada no tenía la carga procesal de demostrar que la parte 

actora realizó movimientos afiliatorios en relación con los trabajadores 

que se citan en las cédulas de liquidación impugnadas, pues tal 

conclusión se desprende de la jurisprudencia 2ª./J. 202/2007 antes referida, 

aunado a que en todo caso, si la parte actora afirmó que esa información 

no la envió ella, entonces le correspondía demostrar, cuál información 

sí proporcionó. 

 

Lo anterior es así, debido a que la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya determinó que las copias 

certificadas de los estados de cuenta individuales, expedidas por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social, con datos obtenidos del Sistema Nacional de 
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Derechos y Obligaciones (S.I.N.D.O), son aptas y suficientes para desvirtuar 

la negativa de la relación laboral manifestada por la parte actora, por lo que 

se revierte la carga de la prueba a ésta para que compruebe su afirmación en 

el sentido de que las personas mencionadas no son sus trabajadores, ello 

resulta así dado que las copias certificadas de los estados de cuenta 

individuales, tienen como base directa los datos proporcionados por la 

enjuiciante en su calidad de patrón; por tanto, pesa en su contra esa 

presuntiva de que son datos e información proporcionados por ella y 

entonces prueban en su contra, salvo que las desvirtúe. 

 

Ahora bien, resulta menester citar lo previsto en los artículos 

40, 42, 46 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

los cuales establecen que: 

 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 

 

“ARTÍCULO 40. En los juicios que se tramiten ante este 
Tribunal, el actor que pretende se reconozca o se haga 
efectivo un derecho subjetivo, deberá probar los hechos de los 
que deriva su derecho y la violación del mismo, cuando ésta 
consista en hechos positivos y el demandado de sus 
excepciones. 
 
…” 

 
“ARTÍCULO 42. Las resoluciones y actos administrativos se 
presumirán legales. Sin embargo, las autoridades deberán 
probar los hechos que los motiven cuando el afectado los 
niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la 
afirmación de otro hecho.” 
 
“ARTÍCULO 46. La valoración de las pruebas se hará de 
acuerdo con las siguientes disposiciones: 
 
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes, las 
presunciones legales que no admitan prueba en contrario, así 
como los hechos legalmente afirmados por autoridad en 
documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en los 
documentos públicos citados se contienen declaraciones de 
verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los 
documentos sólo prueban plenamente que, ante la autoridad 
que los expidió, se hicieron tales declaraciones o 
manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o 
manifestado. 
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… 
 
Cuando se trate de documentos digitales con firma electrónica 
distinta a una firma electrónica avanzada o sello digital, para 
su valoración se estará a lo dispuesto por el artículo 210-A del 
Código Federal de Procedimientos Civiles. …” 

 
 
De los preceptos mencionados, se obtiene que: 

 

➢ En los juicios tramitados ante el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, el actor deberá probar los hechos que deriven de su 

acción cuando éstos sean de carácter positivo. 

 

➢  Las resoluciones y actos administrativos se presumirán 

legales, salvo que el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la 

negativa implique la afirmación de otro hecho.  

 

➢  Los documentos públicos hacen prueba plena de los 

hechos afirmados por la autoridad. 

 

➢  La valoración de las pruebas provenientes de información 

comunicada a través de cualquier medio electrónico, se hará de acuerdo con 

la fiabilidad del método del que se genere. 

 

Así las cosas, se llega a la determinación que la certificación 

hecha por el Instituto Mexicano del Seguro Social respecto de los estados 

de cuenta individuales es apta, suficiente y hace prueba plena para 

demostrar la relación de trabajo negada, así como también que fue el 

patrón quien en su momento remitió la información a dicho Instituto. 
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Esto es así, puesto que una vez desvirtuado el 

desconocimiento del vínculo laboral entre la parte actora y las personas 

citadas en las cédulas cuestionadas, surge otra problemática, consistente en 

determinar quién fue el que envió la información al Instituto Mexicano del 

Seguro Social; por lo anterior y siendo que la actora negó haber enviado 

dicha información, entonces, corresponde a la propia demandante 

demostrar los extremos de su acción, pues se insiste, los estados de 

cuenta individuales de los trabajadores, hacen prueba plena. 

 

Por tanto, la parte actora debió demostrar su afirmación, en el 

sentido de que los nombres de las personas que aparecen en la cédula de 

liquidación cuestionada, o los datos contenidos en dichos estados de cuenta, 

no corresponden a la información que ella envió al Instituto Mexicano del 

Seguro Social mediante el procedimiento previsto en la ley o que no 

corresponden a los que proporcionó en su calidad de patrón. 

 

Por consecuencia, la simple afirmación de la actora en el 

sentido de que ella no envió la información en que se basa la demandada 

para la emisión de la cédula impugnada, no trae como consecuencia que 

los estados de cuenta carezcan de valor probatorio, sino que esa 

afirmación la debe probar la demandante, pues el Instituto enjuiciado probó 

con los estados de cuenta referidos la relación laboral. 

 

Certificación que aun sin ser necesario, se encuentra fundada 

en los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia 

de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, 

además de que expone con precisión el origen de la información revisada, 

impresa y posteriormente certificada, que, tratándose de información 

conservada electrónicamente, puede plasmarse en un soporte diverso a 

aquél en que se conserva, como lo es el papel a través de una impresión. 

 

Sobre este punto, es de precisarse que no es indispensable 

que la certificación refleje el contenido de la información misma (como sería 

indicando periodos, el número de registro patronal del actor, los nombres de 

los trabajadores, etcétera), ya que precisamente esos son los datos que 
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deben advertirse de las consultas de cuenta individual, siendo que si la 

información fue comunicada por el propio patrón, entonces es notorio que 

conoce el significado de cada una de las entradas visibles en las pruebas que 

se comentan, a grado tal que las utilizó. 

 

Ahora bien, es importante señalar que las consultas de cuenta 

individual no deben estar fundadas en cuanto a la competencia de la 

autoridad que las certifica, al no tratarse de actos de molestia que necesiten 

ese requisito. 

 

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia XVI.1o.A. J/15 

(10a.), del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 

Sexto Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 9, de Agosto de 2014, tomo III, página 

1420, de rubro y texto siguientes: 

 

“CERTIFICACIÓN DE ESTADOS DE CUENTA 
INDIVIDUALES DE LOS TRABAJADORES POR EL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SU VALOR 
PROBATORIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO NO DEPENDE DE LA 
FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA 
AUTORIDAD QUE LA REALIZÓ. La fundamentación 
exhaustiva de la competencia es una característica que deben 
revestir los actos de molestia, regidos por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
ser considerados legales, motivo por el cual, el vicio de la 
indebida fundamentación de la competencia conlleva la 
ilegalidad de la resolución administrativa. Así, dicha exigencia 
constitucional está relacionada con el acto administrativo, 
dentro del cual se circunscribe la actuación de la autoridad 
demandada, y no con el alcance demostrativo de los medios 
de convicción allegados al juicio contencioso administrativo, 
pues este último tópico atañe a la verificación de las 



42 

 
proposiciones que los litigantes formulan o a una forma de 
crear convicción en el juzgador. De acuerdo con lo anterior, es 
jurídicamente incorrecto sostener que el valor de una prueba 
ofrecida como documental pública dependa de la 
fundamentación de la competencia de la autoridad emisora, 
porque no está bajo escrutinio jurisdiccional su legalidad, sino 
su eficacia y alcance probatorio. En ese contexto, es incorrecto 
afirmar que la certificación de los estados de cuenta 
individuales de los trabajadores por el Instituto Mexicano del 
Seguro Social carezca de valor probatorio, porque la autoridad 
que la realizó no fundó debidamente su competencia para ello, 
pues no deben confundirse los requisitos de legalidad de los 
actos impugnados con el valor y apreciación de las pruebas, 
debido a que sería partir de la errónea premisa de que la 
eficacia probatoria de esa certificación deriva de que la 
autoridad cumpla con un requisito de legalidad de los actos de 
molestia, como es la cita exhaustiva de los artículos que le 
otorgan competencia, pues la capacidad de tal probanza de 
generar convicción en el juzgador depende de su contenido, 
así como de que la contraparte la objete en cuanto a su validez 
material y formal.” 
 

No obstante, atendiendo al cargo que ostenta el funcionario 

que realizó la certificación, debe estimarse aplicable la jurisprudencia 2a./J. 

209/20101, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

donde se definió que los subdelegados del instituto demandado tienen 

competencia para certificar la impresión de las consultas de cuenta individual, 

de acuerdo con los preceptos señalados en la transcripción que antecede; el 

rubro y texto de la jurisprudencia en mención dicen: 

 

“SEGURO SOCIAL. LOS SUBDELEGADOS DE ESE 
INSTITUTO ESTÁN FACULTADOS PARA EXPEDIR 
CERTIFICACIONES DE LA INFORMACIÓN CONSERVADA 
EN MEDIOS MAGNÉTICOS DIGITALES, ELECTRÓNICOS, 
ÓPTICOS, MAGNETO ÓPTICOS O DE CUALQUIER OTRA 
NATURALEZA, EN RELACIÓN CON EL REGISTRO DE 
PATRONES Y DEMÁS SUJETOS OBLIGADOS, 
INSCRIPCIÓN, MODIFICACIÓN DE SALARIO Y BAJA DE 
TRABAJADORES Y DEMÁS SUJETOS DE 
ASEGURAMIENTO. De la interpretación de los artículos 251, 
fracción XXXVII, y 251-A de la Ley del Seguro Social; 2, 8, 
segundo párrafo, 149, 150, fracción III, y 155 del Reglamento 
Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social; 3, 4 y 5 del 
Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 
Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y 
Fiscalización, se concluye que los Subdelegados del Instituto 
Mexicano del Seguro Social están facultados para expedir 

 
1 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXIII, de enero de 

dos mil once, página 1363. 
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certificaciones de la información conservada en medios 
magnéticos digitales, electrónicos, ópticos, magneto ópticos o 
de cualquier otra naturaleza, en relación con el registro de 
patrones y demás sujetos obligados, inscripción, modificación 
de salario y baja de trabajadores y demás sujetos de 
aseguramiento. Lo anterior es así, ya que el artículo 4 del 
Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 
Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y 
Fiscalización faculta expresamente al Instituto para expedir 
certificaciones de la información así conservada, "en términos 
de las disposiciones legales aplicables", lo que significa que 
esa atribución se ejerce a través de los órganos con los que 
cuenta el Instituto para el despacho de los asuntos de su 
competencia, establecidos en su Reglamento Interior y en la 
Ley del Seguro Social, como son, entre otros, las 
Delegaciones Estatales y Regionales (órganos de operación 
administrativa desconcentrada) y las Subdelegaciones 
(órganos operativos de las Delegaciones del Instituto); lo que 
se corrobora con el segundo párrafo del artículo 8 del 
Reglamento Interior mencionado, que señala: "La Secretaría 
General, los órganos Normativos, de Operación Administrativa 
Desconcentrada y Operativos, estarán facultados para 
certificar documentos y expedir las constancias 
correspondientes que se requieran en las materias de su 
competencia." 
 

En esa virtud, dado que, en el legajo exhibido por la autoridad 

demandada, obra la certificación que hace constar que las cuentas 

individuales son certificadas y no simples como alude la demandante, de ahí 

que no le asiste la razón, y por ende resulte INFUNDADO su argumento. 

 

En cuanto a los restantes argumentos de la demandante, 

esgrimidos en el ocurso de ampliación a la demanda, dirigidos a combatir las 

cuentas individuales ofrecidas y exhibidas por la autoridad demandada, es de 

precisar que al respecto existe la siguiente jurisprudencia VII-J-SS-10, 

emitida por el Pleno de la Sala Superior de este Tribunal, consultable en la 

Revista de este Tribunal, Séptima Época, Año II, No. 7, Febrero 2012, página 
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49, de rubro y texto siguientes: 

 

“ESTADOS DE CUENTA INDIVIDUALES DE LOS 
TRABAJADORES EXPEDIDOS POR EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL.- LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA ÚNICAMENTE PUEDEN EXAMINAR SI 
EL NÚMERO DE REGISTRO PATRONAL ASENTADO EN 
SUS IMPRESIONES CERTIFICADAS CORRESPONDE O 
NO AL ANOTADO EN LAS CÉDULAS DE LIQUIDACIÓN SI 
ES PLANTEADO POR EL PATRÓN ACTOR.- La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
ejecutoria con base en la cual se emitió la tesis jurisprudencial 
2a./J. 202/2007, precisó clara y categóricamente que si las 
certificaciones de los estados de cuenta individuales son 
exhibidas en el juicio contencioso administrativo, entonces 
corresponde al patrón desvirtuarlas para demostrar que sus 
trabajadores son otros. Por tales motivos, y a mayoría de 
razón, el patrón actor tiene la carga procesal de plantear, en la 
ampliación de la demanda, la discrepancia del número de 
registro patronal asentado en éstas con el referido en las 
cédulas de liquidación, para demostrar que las impresiones 
certificadas se refiere a un patrón distinto y por ende a 
personas que no son sus trabajadores, en el contexto de que 
las diez posiciones de dicho registro son las que permiten 
identificar y vincular al patrón. En consecuencia, sólo si es 
formulado el planteamiento referido, las Salas pueden 
válidamente efectuar la confrontación de mérito, pues de lo 
contrario suplirían incorrectamente la deficiencia de la queja al 
actor. Sostener lo contrario implicaría desconocer las cargas 
procesales que rigen el juicio soslayando la circunstancia 
relativa a que si dichas impresiones certificadas tienen valor 
probatorio pleno, entonces se revierte la carga de la prueba al 
patrón, tal y como se desprende de la jurisprudencia apuntada, 
y con fundamento en los artículos 4 y 5 del Reglamento de la 
Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación 
de Empresas, Recaudación y Fiscalización, con relación al 
artículo 46 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y el artículo 63 del Código Fiscal de la 
Federación. Por consiguiente, no se coloca en estado de 
indefensión al actor, dado que éste se encuentra en posibilidad 
para demostrar que, en el período liquidado, sus trabajadores 
fueron otros a los enlistados en los actos controvertidos, 
mediante la exhibición de sus nóminas y listas de raya, 
además para acreditar, en su caso, que su número de registro 
patronal es distinto exhibiendo su tarjeta de identificación 
patronal.” 
 

De la anterior jurisprudencia, se desprende que las Salas de 

este Tribunal, únicamente pueden examinar si el número de registro patronal 

asentando en sus impresiones certificadas corresponden o no al anotado en 
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las cédulas de liquidación (siempre y cuando sea planteado por el patrón). 

 

Por tanto, en relación con el argumento de la actora de que 

objeta las cuentas individuales, en virtud de que debió hacer alusión de que 

realizó una consulta al sistema de cómputo, se tiene a la vista de nueva 

cuenta éstas documentales, en especial en la certificación realizada por la 

autoridad demandada, la cual se encuentra en el legajo de pruebas. 

 

En tal virtud, resulta claro que la cuantificación de las cédulas 

de liquidación impugnadas, están ajustadas a derecho, toda vez que la 

autoridad demandada señaló los preceptos legales y motivos en que se 

apoyó para determinarlas, al haber señalado que tiene como origen el 

incumplimiento en el pago de cuotas obrero patronales a su cargo, por los 

seguros señalados en las cédulas de liquidación, correspondientes a los 

periodos de cotización señalados en aquéllas. 

 

Asimismo, también resulta INFUNDADO el argumento de la 

actora, en el que sostiene que la autoridad demandada fue omisa en exhibir 

el expediente administrativo con la documentación que señaló en el escrito 

inicial de demanda, pues como quedó acreditado, la resolución impugnada 

se basó en la documentación o información que le fue proporcionada por la 

empresa actora, carga probatoria que la demandada cumplió en el caso 

concreto con las cuentas individuales de los trabajadores exhibidas, y no así 

con las señaladas en el escrito inicial de demanda y que supuestamente 

debía contener el expediente administrativo. 

 

Continuando con los argumentos contenidos en el segundo 

concepto de impugnación, se procede a la parte conducente en donde refiere, 
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que es ilegal la determinación de cuotas por el rubro denominado “Gastos 

Médicos Pensionados”, el cual el Instituto demandado lo funda en el segundo 

párrafo del artículo 25 de la Ley del Seguro Social, de cuya interpretación se 

fijan las bases de cotización para cubrir las ramas de los seguros para 

pensionados y beneficiarios tratándose de patrones que, en contratos 

colectivos de trabajo, establezcan prestaciones superiores o inferiores a las 

señaladas en la propia Ley, sin que la autoridad acredite que hubiera 

celebrado algún contrato colectivo, en consecuencia, no era procedente que 

le hicieran el cobro de cuotas respecto a tal rama. 

 

Que, en ese sentido, si la Ley del Seguro Social fija claramente 

los supuestos amparados en todas y cada una de las ramas de 

aseguramiento, así como su financiamiento, sin que se considere el rubro 

denominado “Gastos Médicos Pensionados”, por lo que es claro que la 

aplicación del rubro Gastos Médicos Pensionados se excedió del objeto de la 

determinación del régimen obligatorio 

 

Por su parte, la autoridad demandada al refutar lo anterior, 

sostuvo la legalidad de la resolución sujeta a debate. 

 

A juicio de esta Juzgadora, los argumentos que plantea la 

actora resultan INFUNDADOS, con base en lo que enseguida se expone. 

 

En aras de informar su sentido, se estima conveniente partir 

del contenido expreso del artículo 25 de la Ley del Seguro Social, el cual a la 

letra señala: 

 
“Artículo 25. En los casos previstos por el artículo 23, el 
Estado aportará la contribución que le corresponda en 
términos de esta Ley, independientemente de la que resulte a 
cargo del patrón por la valuación actuarial de su contrato, 
pagando éste, tanto su propia cuota como la parte de la cuota 
obrera que le corresponda conforme a dicha valuación. 
 
Para cubrir las prestaciones en especie del seguro de 
enfermedades y maternidad de los pensionados y sus 
beneficiarios, en los seguros de riesgos de trabajo, invalidez y 
vida, así como retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, los 
patrones, los trabajadores y el Estado aportarán una cuota de 
uno punto cinco por ciento sobre el salario base de cotización. 
De dicha cuota corresponderá al patrón pagar el uno punto 
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cero cinco por ciento, a los trabajadores el cero punto 
trescientos setenta y cinco por ciento y al Estado el cero punto 
cero setenta y cinco por ciento.” 
 

La lectura aislada del segundo párrafo transcrito, lleva a 

afirmar que establece la regla de que los patrones, los trabajadores y el 

Estado aportarán una cuota de 1.5%, sobre el salario base de cotización, la 

cual se destinará para cubrir las prestaciones en especie del seguro de 

enfermedades y maternidad de los pensionados y sus beneficiarios, en los 

seguros de riesgos de trabajo, invalidez y vida, así como retiro, cesantía en 

edad avanzada y vejez. 

 

De dicha cuota, el patrón debe pagar el 1.05%, los 

trabajadores el 0.365% y el Estado el 0.075%. 

 

Este párrafo, no contiene ninguna expresión o frase que 

establezca alguna condición o excepción en el pago de la cuota referida; 

simplemente estatuye que debe pagarse una cuota de 1.5%, sobre el sueldo 

base de cotización, y aclara cuál es su finalidad: financiar las prestaciones en 

especie del seguro de enfermedades y maternidad de los pensionados y sus 

beneficiarios. Asimismo, contiene la precisión de que son los pensionados y 

sus beneficiarios en los seguros de riesgos de trabajo, invalidez y vida, así 

como retiro, cesantía en edad avanzada y vejez. 

 

Ahora bien, es importante mencionar que el primer párrafo del 

artículo de mérito, establece una regla aplicable a los casos previstos por el 

artículo 23 de ese mismo ordenamiento, los cuales se refieren a los supuestos 

en que se pacten prestaciones contenidas en la Ley del Seguro Social, en los 

contratos colectivos. El primer párrafo del artículo 25 precisa que, en esos 
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casos, el Estado aportará la contribución que le corresponda en términos de 

dicha ley, independientemente de la que resulte a cargo del patrón por la 

valuación actuarial de su contrato, pagando éste, tanto su propia cuota, como 

la parte de la cuota obrera que le corresponda conforme a dicha valuación. 

En el artículo 23 se establece: 

 
“Artículo 23. Cuando los contratos colectivos concedan 
prestaciones inferiores a las otorgadas por esta Ley, el patrón 
pagará al Instituto todos los aportes proporcionales a las 
prestaciones contractuales. Para satisfacer las diferencias 
entre estas últimas y las establecidas por la Ley, las partes 
cubrirán las cuotas correspondientes. 
 
Si en los contratos colectivos se pactan prestaciones iguales a 
las establecidas por esta Ley, el patrón pagará al Instituto 
íntegramente las cuotas obrero patronales. 
 
En los casos en que los contratos colectivos consignen 
prestaciones superiores a las que concede esta Ley, se estará 
a lo dispuesto en el párrafo anterior hasta la igualdad de 
prestaciones, y respecto de las excedentes el patrón quedará 
obligado a cumplirlas. Tratándose de prestaciones 
económicas, el patrón podrá contratar con el Instituto los 
seguros adicionales correspondientes, en los términos del 
Título Tercero capítulo II de esta Ley. 
 
El Instituto, mediante estudio técnico-jurídico de los contratos 
colectivos de trabajo, oyendo previamente a los interesados, 
hará la valuación actuarial de las prestaciones contractuales, 
comparándolas individualmente con las de la Ley, para 
elaborar las tablas de distribución de cuotas que 
correspondan.” 
 

Es cierto que los párrafos no están aislados, sino que tienen 

relación con otras partes del texto en el cual están insertos, las que deben 

tomarse en cuenta para interpretarlos. Sin embargo, en este caso, el 

segundo párrafo del artículo 25 de la Ley del Seguro Social no tiene una 

relación tal con el primer párrafo de ese mismo precepto que permita 

concluir que son aplicables a los mismos supuestos, o que la condición 

del primero afecte también al segundo.  

 

Como se demostrará, existen suficientes elementos que 

deben tomarse en cuenta en la interpretación jurídica, que corroboran que 

debe prevalecer el sentido consistente, en que el segundo párrafo del 

artículo 25 de la Ley del Seguro Social, contiene una cuota general para 
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el financiamiento de las prestaciones en especie del seguro de 

enfermedades y maternidad de los pensionados y sus beneficiarios, la 

cual no está condicionada ni restringida en su aplicación, a los 

supuestos a que se refiere el primer párrafo de la referida disposición –

existencia de un contrato colectivo de trabajo-. 

 

Según se expuso, en ninguno de los dos párrafos del artículo 

25 existe alguna expresión, referencia o palabra que permita establecer 

alguna relación de sucesión, continuidad, contraste o jerarquía entre ellos. 

Solo tienen como único elemento común, que se encuentran ubicados en el 

mismo artículo, el cual, además, carece de algún encabezado que permita 

esclarecer el contenido temático de dicho numeral y, por ende, la relación que 

existe entre los dos párrafos de que se trata. 

 

Asimismo, el artículo 25 de la Ley del Seguro Social, se 

encuentra en el capítulo I “Generalidades” del título segundo correspondiente 

al “Régimen obligatorio”. Este capítulo incluye de los artículos 11 a 26, en los 

cuales hay precisiones generales sobre el contenido, sujetos y las 

obligaciones correspondientes al régimen obligatorio, y los tipos de seguros 

se comprenden en el artículo 11, que a la letra señala: 

 
“Artículo 11. El régimen obligatorio comprende los seguros 
de: 
 
I. Riesgos de trabajo; 
 
II. Enfermedades y maternidad; 
 
III. Invalidez y vida; 
 
IV. Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y 
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V. Guarderías y prestaciones sociales.” 
 

En tres de los artículos de dicho capítulo, se contienen reglas 

sobre la forma en que se deben cubrir las aportaciones cuando algunas 

prestaciones que regula dicha ley, se prevean también en los contratos 

colectivos. Tales numerales son 23, 24 y 25.  

 

Por tanto, a partir de los elementos textuales como son los 

enunciados que integran el párrafo a interpretar y su ubicación, no es posible 

sostener que exista una evidente y estrecha relación entre los dos 

párrafos del artículo 25, que lleve a sostener, sin duda alguna, que la cuota 

a que se refiere el segundo solo es aplicable al supuesto regulado en el 

primero –existencia de un contrato colectivo de trabajo-. 

 

Otro elemento a considerar en la interpretación de la ley, es la 

intención del legislador. Así, en la exposición de motivos de la Ley del Seguro 

Social, presentada ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión el 

09 de noviembre de 19952, se ponderó lo siguiente: 

 
“Es de señalarse que desde 1944, a través de distintas 
modificaciones a la ley, los beneficios del ramo se han 
aumentado sustancialmente tales como: pensiones a 
familiares ascendientes, reducción de las semanas necesarias 
para tener derecho a los beneficios, gastos médicos a 
pensionados y sus derechohabientes, ayuda asistencial, 
extensión de la edad límite para la pensión de orfandad, 
asignaciones familiares, incremento de los montos de las 
pensiones, indización de las mismas al salario mínimo, un mes 
de aguinaldo e incrementos de las cuantías mínimas, las 
cuales se encontraban en 1989 en cerca del 35% de un salario 
mínimo del Distrito Federal, pasando, a partir del 1o. de enero 
de 1995, al 100% del mismo. 
 
En cambio, las cuotas de este seguro sólo se han 
incrementado en dos ocasiones: en 1991, cuando se 
aumentaron del 6% al 7% sobre los salarios cotizables, 
además de un aumento anual de 0.2% hasta llegar al 8% en 
1996 y el 0.5% que se agregó en las reformas a la ley en 1993. 
No obstante, esto ha resultado insuficiente para cubrir las 
prestaciones que otorga este ramo. 
 
Más aún, debe recordarse que, por mandato legal, los 

 
2 Consultable en el link: 
http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WXJFF6f+
dtulQ7BW30aGRhqSNPKLAZ7oT7nQYqmi3dcpdxbVJPU/7w= =   

http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WXJFF6f+dtulQ7BW30aGRhqSNPKLAZ7oT7nQYqmi3dcpdxbVJPU/7w
http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WXJFF6f+dtulQ7BW30aGRhqSNPKLAZ7oT7nQYqmi3dcpdxbVJPU/7w
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remanentes de este ramo de seguro se invirtieron en la 
construcción de una amplia red de infraestructura para la 
atención médica y las prestaciones sociales en beneficio de 
los derechohabientes y la población en general. 
 
Durante la trayectoria institucional de cinco décadas, se han 
efectuado transferencias de recursos entre los distintos ramos 
de aseguramiento, muy especialmente de los ramos de la 
IVCM (invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte) 
y guarderías para apoyar al de enfermedades y maternidad, el 
cual ha operado prácticamente desde su inicio con déficit 
financiero. 
 
La IVCM, por tanto, no cuenta con las reservas líquidas 
necesarias, además de que el ramo de enfermedades y 
maternidad fue omiso en retribuir la renta correspondiente por 
las inversiones hechas en su favor. 
 
Todo lo anteriormente descrito ha colocado al IMSS en una 
difícil situación financiera, que de no tomar las medidas 
necesarias con oportunidad, lo llevaría a poner en entredicho 
el cumplimiento de las obligaciones del ramo de la IVCM en 
perjuicio de millones de mexicanos. El costo fiscal de la 
iniciativa que se propone, como se verá más adelante, es 
menor que el costo que se tendría que cubrir de no realizar 
modificaciones 
 
… 
 
Se propone que el seguro de invalidez, vejez, cesantía en 
edad avanzada y muerte sea dividida en dos seguros, de 
conformidad con la naturaleza propia de los riesgos o 
situaciones a cubrir. Esto implica también, modificar la forma 
de otorgar prestaciones a fin de hacerlas congruentes entre los 
dos seguros, así como con las del seguro de riesgos de trabajo 
al que nos referiremos posteriormente. Los dos seguros que 
se crean son: la invalidez y Vida (IV) y retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez (RCV). Asimismo se establece una reserva 
específica para financiar los gastos médicos de todos los 
pensionados. 
 
… 
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La prima propuesta para este seguro (invalidez y vida) es del 
2.5% del salario base de cotización, la cual se cubrirá de 
manera, tripartita. Para efecto de darle transparencia a la 
administración financiera del instituto se crea una reserva 
especial destinada al financiamiento de los gastos médicos de 
todos los pensionados, que es una de las prestaciones más 
significativas desde el punto de vista económico y social que 
reciben los trabajadores retirados y que representa uno de los 
rubros de mayor erogación en la institución. La prima de dicha 
reserva, también de naturaleza tripartita, será de 1.5% del 
salario base de cotización. 
 
… 
 
Es necesario recapitular que la cuota del 8.5% de los salarios 
cotizables que actualmente se aportan a la IVCM, de manera 
tripartita, se dividirá en tres: 2.5% para el seguro de invalidez 
y vida; 4.5% para retiro, cesantía en edad avanzada y vejez y 
1.5% para la reserva especial de gastos médicos a 
pensionados, distribuyéndose en el mismo porcentaje de 
contribuciones tripartitas que actualmente se considera. Por su 
parte el 2% patronal de la subcuenta de retiro del SAR se 
incorporará al seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y 
vejez, es decir, esta propuesta no implica modificación alguna 
en las contribuciones de obreros y patrones sino una mejor 
asignación de acuerdo a la naturaleza de las prestaciones.” 
 

La finalidad del legislador, se reafirma como elemento 

relevante para dilucidar el sentido del segundo párrafo del artículo 25 de la 

Ley del Seguro Social, si se considera el contenido de los demás artículos 

relacionados con el seguro de enfermedades y maternidad, así como a su 

financiamiento.  

 

Para tal efecto, resulta pertinente atender al contenido de los 

artículos 84, 91, 93, 105, 106 y 281 de la Ley del Seguro Social, los cuales, 

en lo conducente, establecen: 

 
 

“Título Segundo 
Del régimen obligatorio 

Capítulo IV 
Del seguro de enfermedades y maternidad 

Sección Primera 
Generalidades 

 
“Artículo 84. Quedan amparados por este seguro: 
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I. El asegurado; 
 
II. El pensionado por: 
 
a) Incapacidad permanente total o parcial; 
b) Invalidez;  
c) Cesantía en edad avanzada y vejez, y 
d) Viudez, orfandad o ascendencia; 
 
III. La esposa del asegurado o, a falta de ésta, la mujer con 
quien ha hecho vida marital durante los cinco años anteriores a 
la enfermedad, o con la que haya procreado hijos, siempre que 
ambos permanezcan libres de matrimonio. Si el asegurado tiene 
varias concubinas ninguna de ellas tendrá derecho a la 
protección. 
 
Del mismo derecho gozará el esposo de la asegurada o, a falta 
de éste el concubinario, siempre que hubiera dependido 
económicamente de la asegurada, y reúnan, en su caso, los 
requisitos del párrafo anterior; 
 
IV. La esposa del pensionado en los términos de los incisos a), 
b) y c) de la fracción II, a falta de esposa, la concubina si se 
reúnen los requisitos de la fracción III. 
 
Del mismo derecho gozará el esposo de la pensionada o a falta 
de éste el concubinario, si reúne los requisitos de la fracción III; 
 
V. Los hijos menores de dieciséis años del asegurado y de los 
pensionados, en los términos consignados en las fracciones 
anteriores; 
 
VI. Los hijos del asegurado cuando no puedan mantenerse por 
su propio trabajo debido a una enfermedad crónica o 
discapacidad por deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales, hasta en tanto no desaparezca la incapacidad que 
padecen o hasta la edad de veinticinco años cuando realicen 
estudios en planteles del sistema educativo nacional; 
 
VII. Los hijos mayores de dieciséis años de los pensionados por 
invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez, que se 
encuentren disfrutando de asignaciones familiares, así como los 
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de los pensionados por incapacidad permanente, en los mismos 
casos y condiciones establecidos en el artículo 136; 
 
VIII. El padre y la madre del asegurado que vivan en el hogar 
de éste, y 
 
IX. El padre y la madre del pensionado en los términos de los 
incisos a), b) y c) de la fracción II, si reúnen el requisito de 
convivencia señalado en la fracción VIII. 
 
Los sujetos comprendidos en las fracciones III a IX, inclusive, 
tendrán derecho a las prestaciones respectivas si reúnen 
además los requisitos siguientes: 
 
a) Que dependan económicamente del asegurado o 
pensionado, y 
 
b) Que el asegurado tenga derecho a las prestaciones 
consignadas en el artículo 91 de esta Ley.”  
 
 

Sección Segunda 
De las prestaciones en especie 

 
“Artículo 91. En caso de enfermedad no profesional, el Instituto 
otorgará al asegurado la asistencia médico quirúrgica, 
farmacéutica y hospitalaria que sea necesaria, desde el 
comienzo de la enfermedad y durante el plazo de cincuenta y 
dos semanas para el mismo padecimiento. 
 
No se computará en el mencionado plazo, el tiempo que dure el 
tratamiento curativo que le permita continuar en el trabajo y 
seguir cubriendo las cuotas correspondientes.” 
 
“Artículo 93. Las prestaciones en especie que señala el 
artículo 91 de esta Ley, se otorgarán también a los demás 
sujetos protegidos por este seguro que se mencionan en el 
artículo 84 de este ordenamiento. 
 
Los padres del asegurado o pensionado fallecido, conservarán 
el derecho a los servicios que señala el artículo 91 de la Ley.”  
 
 

Sección Cuarta 
Del régimen financiero 

 
“Artículo 105. Los recursos necesarios para cubrir las 
prestaciones en dinero, las prestaciones en especie y los gastos 
administrativos del seguro de enfermedades y maternidad, se 
obtendrán de las cuotas que están obligados a cubrir los 
patrones y los trabajadores o demás sujetos y de la contribución 
que corresponda al Estado.” 
 
“Artículo 106. Las prestaciones en especie del seguro de 
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enfermedades y maternidad, se financiarán en la forma 
siguiente:  
 
I. Por cada asegurado se pagará mensualmente una cuota 
diaria patronal equivalente al trece punto nueve por ciento de un 
salario mínimo general diario para el Distrito Federal;  
 
II. Para los asegurados cuyo salario base de cotización sea 
mayor a tres veces el salario mínimo general diario para el 
Distrito Federal; se cubrirá además de la cuota establecida en 
la fracción anterior, una cuota adicional patronal equivalente al 
seis por ciento y otra adicional obrera del dos por ciento, de la 
cantidad que resulte de la diferencia entre el salario base de 
cotización y tres veces el salario mínimo citado, y 
 
III. El Gobierno Federal cubrirá mensualmente una cuota 
diaria por cada asegurado, equivalente a trece punto nueve por 
ciento de un salario mínimo general para el Distrito Federal, a la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley, la cantidad inicial que 
resulte se actualizará trimestralmente de acuerdo a la variación 
del Índice Nacional de Precios al Consumidor.” 
 

Título Cuarto 
Del Instituto Mexicano del Seguro Social 

 
Capítulo VII 

De la inversión de las reservas 
 
“Artículo 281. Se establecerá una Reserva Operativa para 
cada uno de los siguientes seguros y coberturas: 
 
I. Enfermedades y Maternidad; 
II. Gastos Médicos para Pensionados; 
III. Invalidez y Vida; 
IV. Riesgos de Trabajo; 
V. Guarderías y Prestaciones Sociales; 
VI. Seguro de Salud para la Familia, y 
VII. Para otros seguros o coberturas, que en su caso, se 
establezcan con base en esta Ley. 
 
…” 
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En estos preceptos, se regula el seguro de enfermedades y 

maternidad, dentro del cual se reconoce el derecho de los pensionados y sus 

beneficiarios, a recibir prestaciones en especie. 

 

Posteriormente, en la sección cuarta destinada al “régimen 

financiero”, se incluye el artículo 106, en el cual se regula el financiamiento 

de las prestaciones en especie, y en las diversas fracciones de ese artículo 

se realiza el cálculo por cada asegurado.  

 

Sin embargo, en atención a la necesidad de financiar los 

gastos médicos de los pensionados y sus beneficiarios, se prevé en el artículo 

281, fracción II, de la Ley del Seguro Social, la constitución de una reserva 

para ese fin, que, conforme se expuso en la iniciativa, se integra por las 

aportaciones reguladas en el segundo párrafo del artículo 25 de dicha 

ley, mas no con los recursos recaudados conforme al 106, el cual se 

refiere al financiamiento de las prestaciones en especie de los asegurados.  

 

Lo expuesto corrobora, que el legislador creó una fuente de 

financiamiento distinta para los gastos médicos de los pensionados y 

sus beneficiarios, la cual incluyó en el capítulo de generalidades del 

régimen obligatorio y que constituye una reserva distinta y autónoma 

de la establecida para cubrir el seguro de enfermedades y maternidad 

de los asegurados, el cual incluye prestaciones en especie y en dinero, y 

que se financia con las aportaciones reguladas en los artículos 106 y 107 de 

la Ley del Seguro Social, este último precepto en cita, establece: 

 

“Artículo 107. Las prestaciones en dinero del seguro de 
enfermedades y maternidad se financiarán con una cuota del 
uno por ciento sobre el salario base de cotización, que se 
pagará de la forma siguiente:  
 
I. A los patrones les corresponderá pagar el setenta por ciento 
de dicha cuota;  
 
II. A los trabajadores les corresponderá pagar el veinticinco por 
ciento de la misma, y  
 
III. Al Gobierno Federal le corresponderá pagar el cinco por 
ciento restante.” 
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Por otra parte, no existe ningún elemento que justifique 

considerar que en el caso excepcional en que se pacten en los contratos 

colectivos prestaciones amparadas en la ley de seguridad social, solo en ese 

caso, exista obligación de pagar la cuota del 1.5%, para financiar las 

prestaciones médicas de los pensionados y sus beneficiarios. La única razón 

para sostener tal conclusión, es que en el artículo 25 de la Ley del Seguro 

Social se incluyeron los dos párrafos referidos, y uno de ellos contiene una 

regla sobre la forma de calcular las aportaciones cuando haya contrato 

colectivo, lo cual también es signo de que en ese numeral se incluyeron 

dos reglas generales, que precisan la forma de calcular aportaciones, una 

para los supuestos en que haya contratos colectivos y la otra para financiar 

las prestaciones médicas de los pensionados y sus beneficiarios. 

 

Entendido de esta segunda forma, esto es, que el segundo 

párrafo del artículo 25 de la Ley del Seguro Social establece la cuota del 

1.5% como una regla general aplicable a todos los sujetos del régimen 

obligatorio, y no únicamente para quienes se rijan por un contrato 

colectivo, resulta no solo conforme con la letra de dicho precepto, sino 

también con la finalidad perseguida por el legislador, con el sistema del 

plan de seguridad social regulado en dicha ley y con la sostenibilidad 

de éste. 

 

Desde la óptica que se aborda, esta Juzgadora, arriba a las 

siguientes conclusiones: 

 

a) La cuota del 1.5%, sobre el salario base de cotización, 

destinada para cubrir las prestaciones en especie del seguro 

de enfermedades y maternidad de los pensionados y sus 
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beneficiarios, en los seguros de riesgos de trabajo, invalidez y 

vida, así como retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, 

prevista en el artículo 25 de la Ley del Seguro Social, no está 

condicionada a la existencia de un contrato colectivo de 

trabajo. 

 

b) El artículo 281, fracción II, de la Ley del Seguro Social, 

establece la constitución de una reserva para financiar los 

gastos médicos de los pensionados y sus beneficiarios, que, 

conforme se expuso en la iniciativa presentada ante la Cámara 

de Diputados del Congreso de la Unión el 09 de noviembre de 

1995, se integra por las aportaciones reguladas en el 

segundo párrafo del artículo 25 de dicha Ley, más no con 

los recursos recaudados conforme al 106 de la misma Ley, el 

cual se refiere al financiamiento de las prestaciones en especie 

de los asegurados.  

 

c) Es decir, la fuente de financiamiento de los gastos médicos 

para los pensionados y sus beneficiarios, se encuentra 

prevista en el artículo 25 de la Ley del Seguro Social, mismo 

que está dentro del capítulo de generalidades del régimen 

obligatorio y constituye una reserva distinta y autónoma de 

la establecida para cubrir el seguro de enfermedades y 

maternidad de los asegurados, el cual incluye prestaciones 

en especie y en dinero, y que se financia con las aportaciones 

reguladas en los artículos 106 y 107 de la Ley en cita. 

 

En las relatadas consideraciones, a juicio de esta Juzgadora, 

resultan INFUNDADOS los conceptos de impugnación que plantea la actora, 

toda vez que, en principio, queda demostrado que contrario a su apreciación, 

el pago de la cuota prevista en el segundo párrafo del artículo 25 de la 

Ley del Seguro Social, no está sujeta a la condición de que exista un 

contrato colectivo de trabajo, dado que ese requisito, únicamente es 

aplicable para el supuesto al que alude el primer párrafo de dicho precepto. 

 

De igual manera, de conformidad con lo antes expuesto, se 
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concluye que, las cuotas derivadas del supra citado artículo 25 de la Ley del 

Seguro Social, tienen como finalidad el financiamiento de los gastos médicos 

para los pensionados y sus beneficiarios, las cuales constituyen una 

reserva distinta y autónoma de las establecidas para cubrir el seguro de 

enfermedades y maternidad de los asegurados, mismas que incluyen las 

prestaciones en especie y en dinero y que se financian con las aportaciones 

reguladas en los ordinales 106 y 107 de la Ley en comento. 

 

Al cúmulo de razonamientos, resulta plenamente aplicable la 

jurisprudencia 2a./J. 63/2015 (10a.), de la Segunda Sala del Alto Tribunal, 

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 18, mayo de 2015, Tomo II, página 1653, que a continuación se 

reproduce: 

 
“SEGURO SOCIAL. LA CUOTA ESTABLECIDA EN EL 
ARTÍCULO 25, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, 
NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE EXISTA CONTRATO 
COLECTIVO DE TRABAJO. El artículo y párrafo citados 
establecen que los patrones, los trabajadores y el Estado 
aportarán una cuota de 1.5% sobre el salario base de cotización, 
para cubrir las prestaciones en especie del seguro de 
enfermedades y maternidad de los pensionados y sus 
beneficiarios, en los seguros de riesgos de trabajo, invalidez y 
vida, así como de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez. 
Ahora bien, de la interpretación de dicha porción normativa se 
obtiene que tal cuota es de aplicación general a todos los sujetos 
del régimen obligatorio, y a pesar de que el primer párrafo del 
artículo 25 indicado contenga una disposición dirigida a 
especificar la forma de calcular las aportaciones en los supuestos 
en que se hayan pactado en los contratos colectivos 
prestaciones de seguridad social, ello no limita ni condiciona a 
este último supuesto la aplicación de la cuota del segundo 
párrafo, lo que se ajusta no sólo a la letra de dicho precepto, sino 
también a la finalidad perseguida por el legislador, al sistema del 
plan de seguridad social regulado en la Ley del Seguro Social y 
a su sostenibilidad.” 
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Luego entonces, no cabe más que concluir, que es 

INFUNDADO el argumento que se analiza. 

 

Ahora bien, considerando que se ha agotado el estudio de los 

conceptos de impugnación de la parte actora, sin que resultaren fundados, 

debe prevalecer la presunción de legalidad del acto impugnado, en términos 

de lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo; por lo que, con fundamento en el artículo 52, 

fracción I, del mismo ordenamiento legal, resulta procedente reconocer su 

validez y legalidad. 

 

Sirve de apoyo a lo resuelto por esta Sala, la tesis con número 

de registro 216735, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 

Tomo XI, Abril de 1993, página 309, cuyo rubro y texto son los siguientes:  

 

“RESOLUCIONES FISCALES. GOZAN DE LA 
PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD. Los actos y resoluciones de 
las autoridades fiscales en principio gozan de la presunción de 
legalidad prevista en el artículo 68 del Código Fiscal de la 
Federación; por lo que, al impugnarse en la vía administrativa, 
corresponde al particular que se estima afectado, desvirtuar la 
veracidad y exactitud de las consideraciones en que se 
sustenta la procedencia de aquéllos.” 
 

Por lo antes expuesto, con fundamento en los artículos 8, 9, 

46, 50 y 52, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se resuelve:  

 

 

I.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por la representación de la autoridad demandada 

por lo que no se sobresee el presente juicio; 

 

 

II.— LA PARTE ACTORA NO PROBÓ LOS HECHOS 

CONSTITUTIVOS DE SU ACCIÓN, EN CONSECUENCIA; 
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III.— SE RECONOCE LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA, el cual ha quedado plenamente identificado en el Resultando 

Primero del presente fallo. 

 

 

IV.- NOTIFÍQUESE.  Así lo proveyó y firma la Licenciada 

LIZBETH MARIEL ESPINOZA GÓMEZ, Primera Secretaria de Acuerdos 

adscrita a la Primera Ponencia de esta Sala, actuando en funciones 

jurisdiccionales de Magistrada de Sala Regional por Ministerio de Ley, con 

fundamento en el artículo 48, segundo párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, así como con los puntos de acuerdo 

primero, segundo y tercero del Acuerdo G/JGA/64/2026 emitido por la Junta 

de Gobierno y Administración de este Tribunal, ante la Secretaria de 

Acuerdos, JOSEFINA REVELES BECERRA, quien actúa y da fe. 

 
 
 
 
 
_________________________________________ 

LIC. LIZBETH MARIEL ESPINOZA GÓMEZ 
Primera Secretaria de Acuerdos de la Primera Ponencia en funciones jurisdiccionales de 
Magistrada de Sala Regional por ministerio de Ley de conformidad con el artículo 48 de 

la Ley Orgánica de este Tribunal. 

 
 
 

______________________________________ 
LIC. JOSEFINA REVELES BECERRA 

 

  

 

“El 03 de agosto de 2026, la licenciada Josefina Reveles Becerra, Secretaria de acuerdos con adscripción en 

la Primera Ponencia de la Novena Sala Regional en la Ciudad de México, hago constar y certifico que en 

términos de lo previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse de nombres de personas físicas, moral, domicilio, 

ubicación de inmueble. Conste.” 
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